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Resumen ejecutivo 
 
Colombia es altamente vulnerable a choques tanto económicos, como climáticos. El impacto 
causado por el COVID-19, un severo golpe para Colombia, reveló las fortalezas y las debilidades 
del Sistema de Protección Social del país y su capacidad para ofrecer una respuesta rápida 
orientada a proteger a aquellos con mayores necesidades. Los eventos de desastres 
relacionados con el clima, tales como el huracán IOTA, también han evidenciado la necesidad de 
brindar una respuesta rápida y efectiva para mitigar el impacto negativo causado en los hogares 
y prevenir su empobrecimiento.  
 
Estos eventos pueden tener implicaciones en el bienestar a corto y largo plazo, a medida que 
los ingresos familiares disminuyen, el acceso a los servicios se afecta y la acumulación de capital 
humano se reduce. Los choques relacionados con el cambio climático son cada vez más 
frecuentes en Colombia y los impactos económicos recientes, como aquellos causados por la 
pandemia del COVID-19, han deteriorado años de avance en la reducción de la pobreza.  
 
La intensidad de dichos impactos ha puesto a prueba la capacidad de respuesta y la flexibilidad 
de los programas de protección social (PS) en Colombia. El país ha mitigado el daño causado por 
dichos impactos, a través del aumento del monto de los beneficios de las Transferencias 
Monetarias (TM) existentes y proporcionando beneficios de emergencia a aquellas poblaciones 
no cubiertas, principalmente. A pesar de estas innovaciones, existen importantes limitaciones y 
desafíos que el país aún debe implementar para consolidar un sistema de protección social 
adaptativo (SPSA); es decir, uno que pueda responder con flexibilidad y de manera eficiente 
cuando estos choques se presenten.  
 
El Gobierno de Colombia (GdC) ha estado analizando el diseño de su sistema de protección 
social, incluyendo su adaptabilidad frente a eventos de emergencia. El principal objetivo de este 
informe es contribuir a dicho esfuerzo, explorando los impactos distributivos de los choques 
económicos y climáticos en Colombia y la capacidad del sistema de protección social (SPS) de 
responder efectivamente ante dichos eventos. El informe hace parte de un esfuerzo general del 
Banco Mundial con el propósito de contribuir a mejorar la adaptabilidad de los SPS y de su 
prolongado compromiso y diálogo con las autoridades de protección social en Colombia. Su meta 
es apoyar los esfuerzos del Gobierno para garantizar que los programas sociales estén 
adecuadamente equipados para prevenir y mitigar los daños causados por los distintos impactos 
sobre la población pobre y vulnerable.  
 
El análisis utiliza la herramienta denominada Test de Estrés para la Protección Social (en inglés, 
Social Protection Stress Test Tool, STT), desarrollada por el Banco Mundial. El informe busca 
identificar el nivel de adaptabilidad del sistema de protección social para responder a choques o 
emergencias de diversa índole y aumentar la resiliencia de los hogares de escasos recursos. La 
herramienta también introduce recomendaciones y sugerencias para consolidar un SPSA más 
efectivo. La herramienta propone dos tipos de análisis: (i) evaluar el impacto distributivo de los 

https://documents1.worldbank.org/curated/en/559321634917529231/pdf/Stress-Testing-Social-Protection-A-Rapid-Appraisal-of-the-Adaptability-of-Social-Protection-Systems-and-Their-Readiness-to-Scale-Up-A-Guide-for-Practitioners.pdf
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eventos de emergencia a través de escenarios que examinen las fuentes clave de riesgo, así como 
estimar el número de personas potencialmente afectadas, incluyendo los impactos sobre la 
pobreza y la desigualdad. Basado en técnicas de microsimulación, explora el impacto distributivo 
de dos tipos de emergencias, a saber: un choque hidrometeorológico severo, similar al causado 
por la ola invernal en los años 2010-2011, y el impacto causado por el COVID-19; (ii) medir la 
escalabilidad y adaptabilidad del sistema de protección social teniendo en cuenta su capacidad 
de adaptarse y construir resiliencia ante diferentes choques. Esta sección contiene cuatro bloques 
donde se analiza y se mide la adaptabilidad del sistema en cuanto a: (a) los programas de 
protección social y sistemas de implementación, (b) los datos e información, (c) el financiamiento 
y (d) los arreglos y coordinación institucionales.  
 
Los hallazgos de la primera parte de la herramienta revelaron una concentración geográfica de 
los impactos distributivos negativos causado por el choque hidrometeorológico, con impactos 
mayores en áreas que ya tenían altos niveles de pobreza. Se estima que, como resultado de un 
impacto hidrometeorológico severo en los departamentos de Magdalena, Bolívar, La Guajira, 
Cesar, Atlántico, Sucre, Chocó y Cauca, el ingreso per cápita se reduciría en promedio en un 1,1 
% y que el impacto en los ingresos de los hogares se sentiría principalmente en los departamentos 
de las regiones del Pacífico y el Caribe. Aunque los departamentos más vulnerables representan 
el 22 % de la población total de Colombia, estos concentran la mitad de los nuevos pobres que 
traería la emergencia hidrometeorológica. Por lo tanto, la microsimulación muestra que los 
niveles de pobreza aumentarían y que el choque podría afectar a alrededor de tres millones de 
personas que ya eran pobres,1 lo cual aumentaría la desigualdad. En departamentos como 
Magdalena, con una tasa de pobreza del 53,5 % en la línea de base, se estima que la pobreza total 
podría aumentar 3 puntos porcentuales y la pobreza extrema, 4 puntos porcentuales. Esto 
significa 702.000 nuevas personas en pobreza y 289.000 que no podrán cubrir sus necesidades 
básicas. En general, los nuevos pobres se encontrarían en zonas rurales con bajos niveles de 
educación, y serían esencialmente trabajadores independientes pertenecientes a los sectores 
primario y terciario de la economía.  
 
Compensar los efectos de este tipo de choques implicaría llevar a cabo inversiones adicionales 
o la redistribución de los recursos existentes hacia un sistema más efectivo. Por ejemplo, 
proteger a la población vulnerable en las áreas más afectadas por la pobreza requeriría de un 
monto per cápita equivalente al 54 % de la línea de pobreza en Colombia. No atender a la 
población vulnerable podría generar impactos negativos que se harían más severos con el tiempo 
y entre grupos generacionales.  
 
A su vez, el COVID-19 hizo evidente el impacto generalizado de los choques económicos en el 
capital humano y su bienestar. La pobreza aumentó 6,8 puntos porcentuales en el año 2020 por 
causa de la pandemia del COVID-19. Así mismo, la desigualdad de ingresos aumentó 
considerablemente. Los ingresos de los hogares, particularmente los menos favorecidos, también 

 
1 Más de la mitad está en los departamentos más afectados. 
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sufrieron una profunda caída. Se estima que alrededor de 3,6 millones de personas cayeron en 
pobreza, lo que aumentó su incidencia en 7 puntos porcentuales. La desigualdad también se 
incrementó; el índice Gini cambió de 0,52, en el año 2019, a 0,54, en el año 2020. El sistema de 
protección social desempeña un rol importante en la mitigación del impacto causado por las 
emergencias. Para el impacto reciente del COVID-19, se estima que las transferencias de 
emergencia del Gobierno ayudaron a mitigar alrededor de 25 % del impacto negativo de la crisis 
sobre la pobreza. En ausencia de las TM de emergencia, la pobreza nacional hubiera aumentado 
aún más, 2,2 puntos porcentuales. En las zonas rurales del país el impacto hubiera sido más 
severo, con un aumento de 4,2 puntos porcentuales. 
 
La evaluación de la segunda parte reveló que, para responder a los recientes choques, el GdC 
ha introducido medidas incipientes de adaptación y mitigación y cambios en el diseño de los 
programas de protección social y en sus sistemas de implementación. Estas medidas incluyen la 
suspensión temporal de las condicionalidades de los programas existentes, la creación de nuevos 
programas (de emergencia) y el lanzamiento de mecanismos de financiamiento de emergencia. 
Con respecto a la implementación, en respuesta a los impactos del COVID-19, el GdC expandió el 
registro social del Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales 
(Sisbén), promovió medidas para mejorar la diseminación de la información de los programas a 
la población objetivo e introdujo interesantes innovaciones para fortalecer y expandir los pagos 
electrónicos. A la vez, existen áreas que deben fortalecerse. Con respecto a los sistemas de datos 
e información, la evaluación halló que el Sisbén se ha fortalecido y trasladado hacia la 
consolidación de un registro social integral y dinámico: el Registro Social de Hogares (RSH). Sin 
embargo, en términos de los sistemas de alertas tempranas (SAT), existe la posibilidad de mejorar 
la capacidad de alertar a las comunidades y municipios de manera adecuada y monitorear las 
amenazas más relevantes de desastre o impactos del cambio climático. En cuanto al 
financiamiento adaptable, para responder a los impactos, los programas de protección social son 
financiados con recursos públicos generados por ingresos fiscales y, en general, no se asignan 
fuentes de financiamiento externas o adicionales. Sin embargo, en los años 2020 y 2021 los 
recursos para los programas de TM crecieron sustancialmente, en respuesta a la pandemia del 
COVID-19. La distribución regional del gasto social de las TM está concentrada en seis (6) 
departamentos que no necesariamente coinciden con los departamentos con mayor riesgo de 
ser afectados por impactos hidro-climáticos. Finalmente, con respecto a los arreglos 
institucionales, no existe ninguna estructura legal que apoye un SPSA, ni regulaciones ni 
mecanismos de coordinación para crear sinergias entre la Gestión del Riesgo de Desastres (GRD) 
y los sectores de PS. Con base en el análisis de estos cuatro bloques de análisis, el STT sugiere que 
las capacidades adaptativas del sistema de protección social de Colombia se encuentran en un 
nivel emergente.2 
 

 
2 El STT evalúa cuatro dimensiones o bloques de un SPSA: (i) programas y sistema de implementación, (ii) datos e información, (iii) financiamiento 

y (iv) arreglos institucionales. Califica el desempeño del sistema en una escala de cinco puntos: latente (1); naciente (2); emergente (3); establecido 
(4) y avanzado (5). 
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Según el diagnóstico, se identifica un conjunto de opciones de políticas dirigidas hacia la 
construcción de un SPSA sólido en Colombia, sintetizado en la siguiente tabla:   
 

Opciones de políticas para lograr un sistema de protección social más adaptativo 
 

Área  Ejemplos de opciones de políticas 

Repensar el diseño y los mecanismos de 
implementación de los programas para 
lograr una respuesta sistemática en los 
eventos de choques. 
 

• Diseñar programas regulares que cuenten con una ventana 
temporal que les permita expandirse en el evento de un choque o 
emergencia.  

• Establecer un programa de emergencia con su manual de 
operaciones y la provisión de servicios que aumenten a medida 
que el choque se desarrolla.  

Garantizar que el financiamiento 
adecuado esté disponible para dar 
respuesta a los impactos.  

• Identificar fuentes alternativas de financiamiento o establecer un 
fondo de recursos que le permita al DPS y a la UNGRD dar 
respuesta inmediata en casos de emergencia combinando las 
expansiones horizontales y verticales de los programas regulares y 
la gestión de desastres. 

Direccionar los recursos de las TM y los 
programas de inclusión económica hacia 
las regiones donde se concentran los 
hogares más pobres y vulnerables a los 
riesgos de desastre.   

• Los programas de PS deben dirigir sus esfuerzos y recursos hacia 
las áreas donde está la población más pobre, vulnerable y expuesta 
a los riesgos de desastre, basada en la integración de la 
información socioeconómica recolectada y la localización de áreas 
con la amenaza y vulnerabilidad más significativa en cuanto a los 
eventos del cambio climático.   

Fortalecer las dimensiones de inclusión 
productiva y económica en los SPS para 
proteger los medios de vida. 

• Implementar programas de inclusión económica sostenibles que 
contengan innovaciones tecnológicas e iniciativas para recuperar 
las prácticas ancestrales y aumentar la adaptación y resiliencia, 
entre otras.  

• Invertir en cadenas de valor de agricultura climáticamente 
inteligente que combinen la inclusión con la adaptación y la 
mitigación del cambio climático. 

Integración de la protección social y la 
GRD.  

• Iniciativas del DPS, tales como ReSA, Iraca, Emprendimiento 
Colectivo o Mi Negocio cuentan con un componente productivo 
que puede ser adecuado a la gestión preventiva y adaptación al 
cambio climático.  

Implementar plenamente el Registro 
Social de Hogares (RSH). 

• Desarrollar interoperabilidad de datos entre el DNP y la UNGRD y 
establecer protocolos de respuesta a desastres. Igualmente, la 
total implementación del RSH deberá fortalecer su cobertura en 
áreas afectadas por desastres relacionados con el cambio 
climático. 

Fortalecer los SAT, mejorando la 
capacidad de las comunidades. 

• Avanzar en el diseño de un SAT multirriesgo que permita abordar 
las diferentes amenazas y eventos de riesgo que afecten al país y 
a los territorios.  

• Vincular el SAT con las plataformas de información del SPS. 

• Dado que el SAT es liderado por la UNGRD, es importante que la 
información que proporcione, y aquella que sea interoperable, 
pueda ser usada por el DNP y el DPS para la toma de decisiones y 
la orientación de las acciones de los programas regulares, en sus 
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ventanas temporales, y para la implementación de los programas 
de emergencia. 

•  Aumentar las capacidades técnicas de los municipios y 
comunidades para fortalecer la información generada por el SAT, 
mejorar los usos de esta información y orientarla hacia las 
necesidades de los municipios y comunidades para gestionar el 
riesgo de los hogares pobres y vulnerables. 

• La información suministrada por el SAT a nivel municipal y 
departamental puede servir como dispositivo para expandir 
recursos y financiamiento hacia los más vulnerables.  

Diseñar un SAT multirriesgo alrededor de 
la gente y las comunidades para mejorar 
su capacidad de actuar tempranamente 
para proteger sus viviendas y 
propiedades y evitar daños causados por 
los desastres.  

• Relacionar el SAT con las plataformas de información del SPS y 
aumentar las capacidades de los municipios y comunidades, con el 
fin de fortalecer la información generada por el SAT. 

• También es crucial mejorar los usos de la información del SAT y 
orientarla hacia las necesidades de los municipios y comunidades 
para manejar el riesgo de los hogares pobres y vulnerables.  

Fortalecer la coordinación entre el DPS, 
la UNGRD, el DNP y el MHCP. 

• Desarrollar protocolos para respuesta rápida en caso de un evento 
de choque entre las instituciones que están en el centro de la 
respuesta. Establecer un grupo de trabajo entre estas instituciones 
para definir estrategias conjuntas de intervención para atender a 
hogares vulnerables.  

• Definir una política y un marco legal sólido desde el nivel nacional 
con incidencia territorial en materia de PSA, para definir y 
fortalecer las acciones requeridas y los roles de las entidades y 
actores participantes. 

• Fortalecer el papel de las entidades en PSA en el contexto del 
funcionamiento del SNGRD y el rol que desempeñen estas en otros 
sistemas dedicados a atender, de manera coordinada, choques 
económicos, sociales y ambientales. 

Fuente: elaboración propia. 
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Introducción 
 
Colombia es cada vez más vulnerable a los impactos del cambio climático y a una mayor 
recurrencia de eventos de desastre. En este contexto, el Gobierno ha estado adaptando 
gradualmente su capacidad instalada para enfrentar choques de diversa índole. El SPS toma en 
cuenta estos procesos de adaptación y busca mitigar el impacto que los choques puedan causar 
en el consumo y en los ingresos de los hogares más pobres y vulnerables. Al adaptar su 
preparación progresivamente, hacer frente e implementar mecanismos de adaptación, el SPS 
desempeña un papel crucial en la contención de los potenciales impactos del cambio climático 
sobre la población pobre y vulnerable, que son cada vez más frecuentes. 
 
La intensidad y la magnitud de los fenómenos meteorológicos extremos y la crisis del COVID-19 
han puesto a prueba la capacidad de respuesta y la flexibilidad de los diversos programas de PS 
en Colombia. A través de la rápida expansión vertical de las TM existentes, el país ha mitigado el 
impacto de dichos choques. Sin embargo, aún hay limitaciones y desafíos notables que el país 
todavía debe afrontar para consolidar un SPSA. 
 
El principal objetivo de este diagnóstico es explorar los impactos distributivos de los choques 
climáticos y económicos, así como evaluar la capacidad de respuesta efectiva del SPS en 
Colombia. Este informe es parte de un esfuerzo del Banco Mundial en la región de América Latina 
y el Caribe (ALC) para fortalecer la adaptabilidad de los SPS y parte primordial del Informe de 
Desarrollo del Clima de País (CCDR, por sus siglas en inglés) preparado por el Banco Mundial en 
Colombia.  
 
Para esto, el análisis utiliza el STT, desarrollado por el Banco Mundial para evaluar la 
adaptabilidad del SPS y, especialmente, su capacidad de responder ante los impactos, e introduce 
recomendaciones y sugerencias orientadas a consolidar un SPSA más efectivo.   
 
El STT propone dos tipos de análisis. La parte I evalúa el impacto distributivo de los choques a 
través de distintos escenarios, examinando las fuentes clave de riesgos y estimando la población 
potencialmente afectada, incluyendo los impactos en la pobreza y desigualdad. Este análisis 
puede indicar la cobertura requerida y las adaptaciones en la entrega de los programas de 
protección social. A través de técnicas de microsimulación, el documento examina el impacto 
distributivo de dos choques: aquellos relacionados con el clima –modelando eventos severos del 
pasado (la ola invernal 2010-2011) caracterizados por fuertes lluvias, inundaciones y 
deslizamientos de tierra– y los choques económicos causados por el COVID-19. Este ejercicio se 
realiza utilizando parámetros de la literatura sobre la ola invernal de los años 2010-2011 para 
simular un choque severo usando la encuesta reciente de hogares. El modelo simula el impacto 
de la pérdida de empleo e ingresos laborales, los efectos del aumento en los precios (que afectan 
la línea de pobreza) y la pérdida de vivienda (utilizando los datos de viviendas y la renta 
imputada), manteniendo las transferencias de línea de base de la asistencia social como dadas. 
Luego evalúa la severidad del impacto y sobre quiénes recae, con un enfoque regional que 
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aprovecha la riqueza de los datos. Finalmente, se evalúan las respuestas adicionales de protección 
social que pueden ser requeridas para mitigar el impacto de los choques sobre las personas 
pobres. 
 
Por otro lado, la parte II (la escalabilidad y adaptabilidad de la STT) evalúa la capacidad del sistema 
de protección social para adaptar y desarrollar resiliencia contra los diversos impactos. La 
herramienta propone cuatro bloques analíticos principales para medir la adaptabilidad del 
sistema: (a) programas y sistemas de implementación, (b) datos e información, (c) financiamiento 
y (d) los arreglos y coordinación institucionales. 
 
De acuerdo con la herramienta propuesta por el Banco Mundial (2021a), la adaptabilidad de un 
SPS depende de la solidez de cada uno de estos bloques o componentes básicos. El análisis se 
realizó con base en consultas exhaustivas con las partes interesadas, la revisión de datos 
administrativos y la recopilación de fuentes secundarias de información. Un puntaje de 1 a 5 es 
establecido para cada bloque según las respuestas a un conjunto de preguntas aplicadas a 
sectores clave de la protección social y la GRD. La calificación final es el resultado del promedio 
de todos los bloques evaluados. Esta calificación permite la clasificación del SPS de un país dentro 
de un amplio rango de alternativas, que varían desde latente hasta avanzado.3 
 
El documento consta de cinco partes. La primera parte es esta introducción. La segunda presenta 
la importancia de desarrollar unos sistemas más adaptativos: describe la forma en que los 
choques podrían desviar la senda hacia la reducción de la pobreza y la desigualdad y amplifica la 
importancia del SPSA. La tercera parte incluye el marco teórico del ejercicio de la microsimulación 
sobre los impactos del cambio climático y el COVID-19 y propone la estructura conceptual de la 
escalabilidad y adaptabilidad de la protección social. La cuarta sección propone los principales 
hallazgos de la herramienta aplicada y la última presenta las potenciales opciones de política.   
  

 
3 La herramienta no considera la calificación de “avanzado” según el nivel de desarrollo de un país; por lo tanto, comparar los puntajes entre países 

no es apropiado, ya que "la calificación general de un país puede no representar lo que el mismo puntaje pudiese representar en otro país” y esconde 
las características propias de los países y sus condiciones de desarrollo. 
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1. Contexto 
 

1.1. Colombia es altamente vulnerable a choques, lo cual distorsiona la senda hacia la 
reducción de la pobreza y la desigualdad  

 
El cambio climático genera impactos perjudiciales para el bienestar. Los efectos directos del 
cambio climático en la pobreza y el desarrollo humano se concentran en impactos sobre las 
viviendas, los medios de vida y los activos de los más vulnerables (Williams, 2022). Los desastres 
causados por el cambio climático también pueden sumir a la población vulnerable en la pobreza. 
Por otro lado, los impactos en el capital humano incluyen efectos adversos en la nutrición de la 
niñez, en su educación y el desarrollo de la primera infancia, con repercusiones directas en el 
aumento de la pobreza que afectan el bienestar de las personas en el largo plazo. La literatura en 
Colombia documenta los impactos negativos en el crecimiento y los ingresos. Un aumento 
permanente en la frecuencia de los desastres naturales de un 20 % puede causar reducciones en 
el producto interno bruto (PIB) de 1,5 % y del consumo de 0,36 % a largo plazo (Jaramillo et al., 
2014). De forma similar, reducciones de 20 % en el nivel de las precipitaciones (y los subsiguientes 
aumentos de precio de la energía de 4,5 %) tienen un impacto negativo en el PIB de 0,6 % y una 
reducción en la productividad agrícola del 5 % (Melo et al., 2017). La productividad laboral es un 
canal a través del cual el cambio climático puede afectar el desempeño económico. Se estima que 
un aumento en la temperatura tiene efectos negativos en la producción promedio por trabajador 
en la industria manufacturera (-0,3 %), mientras que las precipitaciones tienen un efecto positivo, 
pero menor (0,03 %), debido a cambios en la oferta de la mano de obra que alteran el costo de 
oportunidad del trabajo sobre el ocio (Salazar, 2017). Los choques relacionados con el clima 
también erosionan la acumulación de capital humano, causan impactos negativos en la salud y la 
educación4 y aumentan la pobreza en varias dimensiones. Por ejemplo, se calcula que un cambio 
de una desviación estándar en los desastres naturales (log por 100.000 habitantes) entre los años 
1976-2005 aumentó el índice de pobreza multidimensional en 0,63 desviaciones estándar, siendo 
la educación en el hogar y las condiciones de la niñez las dimensiones más afectadas (Sánchez y 
Calderón, 2015).  
 
La frecuencia de los choques extremos relacionados con el clima en Colombia ha aumentado 
durante la última década y afectado a una gran proporción de personas. La figura 1 muestra el 
número de desastres relacionados con el cambio climático5 en las últimas décadas. Alrededor de 
75 % de los eventos se relacionaron con choques hidrometeorológicos, con un importante 
impacto sobre la población (figura 2).6 Las inundaciones han afectado a la mayoría de las personas 

 
4 Reducciones de 2,6 puntos porcentuales (pp) en el peso al nacer e incremento en la probabilidad de estar en riesgo de tener problemas 

socioemocionales, con consecuencias en la escolarización y los ingresos a largo plazo (Brando, 2015; Behrman y Rosenzweig, 2004). Las fuertes 
precipitaciones reducen el consumo total en salud y educación alrededor de USD 0,25 diarios (Brando, 2015). 
5 Los eventos del cambio climático son definidos principalmente como impactos hidrometeorológicos, tales como lluvias excesivas que causan 
inundaciones, deslizamientos de tierra, entre otros; también incluyen choques como incendios forestales, eventos de carácter no antrópicos.  
6 La UNGRD define a los “afectados” como las personas que reciben efectos directos o indirectos de desastres reportados por los funcionarios 
locales.   
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en Colombia (más del 70 % de personas afectadas por eventos hidrometeorológicos), y se destaca 
el evento de la ola invernal entre 2010 y 2011, el cual fue particularmente severo.  
 

Figura 1. Número de desastres causados 
por el cambio climático en Colombia  

1998-2021 

Figura 2. Personas afectadas por tipo de 
impacto  

 

  
Fuente: estimados propios basados en el UNGRD.  

No obstante, muchos municipios pobres con elevada exposición a los choques también tienen 
poca capacidad para gestionar los riesgos. La figura 3 presenta el índice municipal de riesgo de 
desastres ajustado por capacidades, calculado por el DNP, y cómo se correlaciona con las tasas 
de pobreza municipales, distinguiendo entre los municipios con alta exposición7 a los desastres 
(en color azul) y baja exposición (en color verde). El índice municipal de riesgo de desastres 
ajustado por capacidades mide las condiciones bajo las cuales los municipios gestionan sus riesgos 
de desastre, tales como su nivel de ingreso, instrumentos de políticas e inversiones en gestión del 
riesgo, así como la información socioeconómica del municipio (población urbana, valor agregado 
y densidad comercial). Como lo muestra la figura 3, los municipios en el cuadrante inferior 
derecho y de color azul tienen una combinación de alto nivel de pobreza, alta exposición y baja 
capacidad de respuesta, lo que presenta un panorama preocupante para las perspectivas de 
reducción de pobreza en estos municipios. De hecho, existe una correlación entre los indicadores 
de pobreza monetaria, la población expuesta a los choques relacionados con el clima y la 
población afectada por los impactos del cambio climático. Por ejemplo, los mapas de las figuras 
4, 5 y 6 indican que los niveles de pobreza más altos se concentran en zonas con una mayor 
cantidad de personas afectadas, justamente en la región del Pacífico y algunos municipios de la 
región Caribe, lo cual perpetúa un ciclo vicioso de pobreza y choques climáticos. 

 

 
7 La alta exposición a desastres es definida por el DNP como el porcentaje de la población expuesta a deslizamientos de tierra e inundaciones 
torrenciales por celdas de 1 km cada una. Se selecciona a los municipios que se encuentran sobre la media.  
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Figura 3. Índice de gestión de capacidad y pobreza8 
Panel A: Pobreza total  

 

Panel A: Pobreza extrema  
 

  
Fuente: estimados propios basados en el DNP, el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) y el DPS.  

Nota: las tasas de pobreza monetaria son estimados realizados por DANE-DPS a nivel de municipios utilizando el Censo Nacional de Población 
y Vivienda 2018.  
 

Figura 4. Tasa de pobreza 
monetaria a nivel municipal 

Figura 5. Porcentaje de la 
población expuesta a 
eventos 
hidrometeorológicos 

Figura 6. Población afectada 
por desastres inducidos por 
el cambio climático 

   
Fuente: mapas de pobreza del DPS-

DANE. 
 

Fuente: DNP. Fuente: UNGRD. 

 
8 La capacidad de gestión de riesgo es un componente del índice de riesgo municipal ajustado por capacidades. Incluye condiciones de los municipios 

que delimitan su alcance sobre la gestión de riesgo de desastre, tales como el nivel de ingreso municipal, instrumentos e inversión en gestión del 
riesgo, así como información socioeconómica (urbana, de valor agregado y densidad comercial). Fuente: DNP. 
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Nota: basado en el Censo Nacional de 
Población y Vivienda 2018, tasas de 
pobreza a nivel municipal en 2019 y 
estimado por el DANE-DPS. 

Nota: población expuesta a 
amenazas críticas de 
inundaciones, deslizamientos de 
tierra e inundaciones 
torrenciales. Se calcula como una 
proporción de la población 
localizada en un área amenazada 
por el desastre utilizando 
información geoespacial de una 
cuadrícula suministrada por el 
DANE con datos del Censo 
Nacional de Población y Vivienda 
2018.  

Nota: número de personas 
afectadas por los desastres 
inducidos por el cambio climático 
(1998-2020).   

 
Más allá de los impactos 
climáticos, la pandemia del COVID-
19 demostró el generalizado y 
severo impacto que este tipo de 
choques puede causarle al capital 
humano y al bienestar general. En 
el 2020 la economía colombiana se 
contrajo en un 6,8 % –el COVID-19 
también afectó al resto de 
economías del mundo. Sectores 
como la construcción, el comercio y 
ventas al por menor, las artes y el 
entretenimiento y la manufactura 
estuvieron entre los más afectados. 
La construcción se redujo en un 
28 % con relación al año anterior. A 
pesar del despliegue de 
transferencias de asistencia social 
de emergencia, el impacto en el 
mercado laboral fue considerable (figura 7): aproximadamente 2,5 millones de empleos se 
perdieron ese año. La tasa de desempleo aumentó 50 % en 2020 alcanzando un 15,9 %, con 
grandes incrementos en zonas urbanas y entre las mujeres, los jóvenes, los empleados 
independientes y los trabajadores en empresas pequeñas. La inactividad aumentó, puesto que 
2,5 millones de trabajos se perdieron en el año. El número de personas trabajando menos de 20 
horas a la semana creció de 15 % a 22 % entre los empleados. A medida que los ingresos del hogar 
se desplomaron, otras dimensiones del bienestar (especialmente, la seguridad alimentaria, el 
acceso a los servicios de salud y educación de calidad) empeoraron (incluyendo en la clase media), 
con potenciales impactos a largo plazo sobre el capital humano y la productividad.  
  

Figura 7. Evolución del mercado laboral (2012-2021) 

 

 
Fuente: DANE-GEIH. 
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1.2. De manera preocupante, se espera que la frecuencia de desastres relacionados 
con el cambio climático aumente 

 
Se anticipa que el número y frecuencia de eventos de desastre relacionados con el cambio 
climático aumenten con el tiempo y afecten ciertas áreas de manera más severa. En 
consecuencia, es importante entender sus impactos distributivos y cómo mitigarlos. Debido al 
cambio climático, se espera que en particular los choques hidrometeorológicos incrementen su 
frecuencia. Ahora bien, si las políticas de mitigación y adaptación no son implementadas, se 
desviará el camino hacia la reducción sostenida de la pobreza y la desigualdad. La figura 8 muestra 
los distintos escenarios de mitigación y adaptación, denominados sendas socioeconómicas 
compartidas (SSP por sus siglas en inglés). Estos indican que Colombia enfrentará un aumento en 
la frecuencia de eventos de precipitaciones extremas más altas que el promedio para la región de 
ALC; adicionalmente, estas dinámicas serán diferentes a lo largo del territorio y afectarán a la 
región del Pacífico de manera considerable (anexo A). Específicamente, estas SSP son escenarios 
proyectados en los cuales la senda (o SSP) de 1.9 significa emisiones muy bajas de gases de efecto 
invernadero (GEI), mientras que la senda (o SSP) más alta de 8.5 refleja emisiones de GEI muy 
elevadas. El periodo de retorno futuro muestra, bajo cada escenario, el cambio en la frecuencia 
de eventos de precipitaciones extremas. Por ejemplo, en la figura 8 se observa que un día de 
precipitaciones extremas en Colombia se proyecta que ocurra en el escenario de bajas emisiones 
(SPP 1.9) y, para los años 2070-2099, una vez cada 4,05 años (mayor al promedio regional). Sin 
embargo, bajo el escenario de emisiones más altas (SSP 8.5), se espera que la frecuencia aumente 
a una vez cada 2,46 años.  

 

Figura 8. Periodos de retorno futuro bajo diversos escenarios de emisiones  
Panel A: Colombia Panel B: ALC 

  
Fuente: World Climate Research Programme (2020), Banco Mundial. El evento de mayor 
precipitación de un día por 5 años de eventos en el percentil 50 de un ensamble multimodal. 
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1.3. Los sistemas adaptativos de protección social pueden ayudar a mitigar mejor el 
impacto de los choques 

 
La protección social adaptativa (PSA) “ayuda a construir la resiliencia de hogares pobres y 
vulnerables invirtiendo en su capacidad para prepararse, enfrentar y adaptarse a los choques”. 
El concepto de resiliencia es primordial para la PSA y se define como la “capacidad de un hogar 
de prepararse, enfrentar y adaptarse a los impactos de una manera que proteja su bienestar: 
asegurando no caer en la pobreza, o verse atrapado en una condición de pobreza como resultado 
de los impactos” (Bowen et al., 2020). 
 
Prepararse para los choques significa que los hogares tengan acceso a información sobre los 
riesgos que enfrentan. Esto ayuda a  reducir la exposición y por tanto la vulnerabilidad, y 
minimizar el impacto de un choque. Un hogar resiliente se prepara a través de estrategias como 
tener ahorros y bienes que puedan reducir el efecto de un evento adverso o choque. De igual 
manera, instrumentos financieros para reducir el riesgo, como seguros públicos y privados, 
pueden suavizar el impacto de los choques.  
 
Enfrentar es la capacidad de hacerle frente a la crisis. Un hogar más resiliente puede enfrentar 
de mejor forma el choque, ya que puede utilizar los ahorros o un crédito y aprovechar el 
aseguramiento y la asistencia social para suavizar el consumo y la pérdida de ingresos (Bowen et 
al., 2020). Estos instrumentos contribuyen a reducir los impactos de los choques en los hogares y 
les permiten recobrar rápidamente el bienestar que tenían antes del impacto.   
 
Finalmente, los hogares se podrán adaptar si “pueden realizar inversiones que reduzcan su 
exposición y vulnerabilidad ante los choques durante un plazo mayor”. La capacidad de 
adaptación de los hogares incluye hacer inversiones con el propósito de mitigar la vulnerabilidad, 
diversificando y reubicando sus medios de vida y activos (productivos, financieros y humanos) 
para prevenir el impacto de los choques. Esto último se asocia con la capacidad de reducir su 
exposición a estos, los cuales afectan los medios de vida y activos esenciales para el bienestar de 
los hogares (Bowen et al., 2020). 
 

1.4. Existe la necesidad de construir un SPS más adaptativo en Colombia 
 

Desde mediados del siglo pasado, el GdC ha estado trabajando en la consolidación gradual del 
SPS. A principios de los años 90, Colombia no contaba con programas de asistencia social y 
únicamente el 31 % de la población tenía acceso a la seguridad social (salud y pensiones) que el 
Instituto de Seguros Sociales (ISS)9 ofrecía. Los problemas estructurales del ISS causaron su 

 
9 Creado por la Ley 90 de 1946.  
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eventual liquidación a inicios de los años 9010 y dieron lugar a la reforma a la salud y a la 
protección social a través de la Ley 100 de 1993.11 
 
A finales de los años 90, Colombia sufrió una de las más profundas recesiones en siete décadas 
y su PIB cayó 4,2 %. El colapso económico que duró hasta el año 2003 reveló los impactos cíclicos 
de la crisis en las poblaciones más pobres y vulnerables, la falta de respuestas institucionales para 
estos grupos, así como la escasez de recursos para atender a la población. Como respuesta a esta 
crisis, el GdC introdujo los primeros programas de asistencia social y lanzó la Red de Apoyo Social 
(RAS), con tres programas emblemáticos: Familias en Acción, Jóvenes en Acción y Empleo en 
Acción, y priorizó el gasto social en las poblaciones de bajos ingresos y vulnerables a través del 
Sisbén, creado en 1995.  
 
A finales del siglo XX, el GdC también dirigió sus esfuerzos para solucionar dos importantes 
problemas que impactaron sustancialmente el bienestar ciudadano: los desastres naturales y 
el conflicto armado. El objetivo era atender estos dos temas para ayudar así a transformar el 
paradigma de la protección social en uno más integral y completo. Para responder a los impactos 
de los desastres y los efectos del conflicto armado sobre el desplazamiento interno, el Gobierno 
creó el Sistema Nacional de Prevención y Atención de Desastres (SNPAD) y el Sistema Nacional 
de Atención Integral a la Población Desplazada (SNAIPD), respectivamente (anexo B). 
 
El SNPAD fue establecido en 1989 como una respuesta institucional del Gobierno para la 
prevención y respuesta a los desastres naturales. Este sistema definió estrategias, políticas y 
acciones intersectoriales para prevenir desastres, responder a las emergencias y emprender la 
reconstrucción y el desarrollo en respuesta a los desastres. Igualmente, la Dirección de 
Prevención y Atención de Desastres (DPAD), adjunta al Ministerio del Interior y de Justicia, fue 
establecida para coordinar las respuestas nacionales de emergencia a través del SNPAD. Esta 
institución fue reemplazada en el año 2012 por la UNGRD12 (al mismo tiempo de la creación del 
Sistema Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres [SNGRD]).   
 
Por otro lado, el SNAIPD fue creado a principios de los años 90 para abordar las repercusiones 
del conflicto armado. Este sistema allanó el camino a lo que luego fue introducido como la Ley 
de Víctimas de 2011: la creación de la Unidad para las Víctimas (UV) y la Unidad de Restitución de 
Tierras (URT). Las reformas de la protección social también transformaron la Agencia Presidencial 

 
10 El ISS inició oficialmente su funcionamiento en 1948 atendiendo enfermedades no profesionales y de maternidad. En la década de 1950, el ISS 
consolidó su operación y mejoró su alcance geográfico. En la década de 1960, el instituto aumentó la cobertura de riesgos por accidentes, 
enfermedades profesionales, vejez, invalidez y muerte; en la década de 1970, amplió la prestación de servicios para los miembros del hogar y sus 
afiliados, y estableció un sistema de seguridad social obligatorio. En la década de 1980, el ISS vivió una profunda crisis que reflejó las debilidades 
en la prestación de los servicios de salud y problemas de gestión en los recursos económicos y financieros del instituto. En la década de 1990 se 
inició el proceso de liquidación del ISS, y a partir de la Constitución Política de 1991 se le dio impulso a la Ley 100 de 1993, como se describirá más 
adelante (DNP, 1996). 
11 La reforma incluía dos regímenes de solidaridad: (i) el Régimen de prima media (RPM), a través del cual los beneficiarios pueden obtener pensión 
de vejez, discapacidad y muerte, o compensación sustituta. Su principal característica es que los recursos dados por empleadores y contribuyentes 
forman un fondo compartido, el cual es pagado de los subsidios de los pensionados; y (ii) el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS), 
donde las personas planean su pensión a través de contribuciones durante su vida productiva. 
12 Concebido desde tres frentes de acción o componentes: (i) conocimiento del riesgo de desastre, (ii) reducción del riesgo y (iii) gestión de desastres.  
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para la Acción Social13 en el Departamento para la Prosperidad Social (DPS) en 2011. A partir de 
más de dos décadas de experiencia, el DPS está liderando un abordaje de inclusión social y 
económica más integral para reducir la pobreza y la desigualdad. Actualmente, el DPS implementa 
cinco programas de TM dirigidos a la población pobre y vulnerable, siete programas productivos 
y de inclusión social y un programa de infraestructura social y hábitat, con el objetivo de alcanzar 
a grupos específicos de población vulnerable.  
 
Lentamente, Colombia ha introducido adaptaciones a los programas de protección social para 
enfrentar choques. La introducción de estas medidas de emergencia, así como el fortalecimiento 
de los pilares de la GRD y la inclusión financiera, establecieron las bases de un SPSA. Por ejemplo, 
la pandemia del COVID-19 y el aislamiento preventivo tuvieron un profundo impacto en los 
hogares de mayor pobreza y vulnerabilidad. En respuesta a este problema, el GdC adoptó un 
conjunto de medidas de protección social para mitigar el impacto de la crisis, como se discutirá 
más en detalle en la sección 4.4 (Evaluación de la STT). En 2020, cuando el archipiélago de San 
Andrés y Providencia fue azotado por el huracán Iota, el DPS expandió horizontalmente el 
programa Ingreso Solidario haciendo cruces de datos entre los registros de beneficiarios del DPS 
y el Registro Único de Damnificados (RUD) de la UNGRD. Igualmente, a finales de 2021, otros 
programas como Emprendimiento Colectivo expandieron el número de beneficios a asociaciones 
de San Andrés, como una estrategia para contribuir a su reactivación económica. 
 

Cuadro 1. El sistema de protección social de Colombia, hoy 
 
Actualmente, el sistema de protección social de Colombia (figura 9) gira en torno a cinco pilares 
principales, cuya meta es proteger a la población contra los riesgos enfrentados a lo largo de su ciclo de 
vida: (i) programas de asistencia social (no contributivos), dirigidos a reducir la pobreza, estimular la 
acumulación de capital humano y fortalecer la movilidad social; (ii) seguridad social (contributiva) que 
comprende esquemas de pensiones, incluye programas de ahorros para trabajadores informales como 
Beneficios Económicos Periódicos (BEP); (iii) programas del mercado laboral que incluyen seguro de 
desempleo, colocación de empleos, educación vocacional y capacitación; (iv) programas de gestión de 
riesgos e intervenciones lideradas por la UNGRD que promueven tres componentes: conocimiento del 
riesgo, reducción del riesgo y la gestión de desastres; y (v) acceso a activos financieros y físicos con la 
finalidad de desarrollar iniciativas de inclusión financiera para los hogares pobres y vulnerables, tales como 
la Banca de Oportunidades, así como soluciones decentes de vivienda (figura 9) (Banco Mundial, 2021b). 

 

  

 
13 La Agencia Presidencial para la Acción Social fue creada en el año 2005 y asumió los programas e iniciativas desarrollados por su predecesora, 
la Red de Solidaridad Social (RSS). 
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Figura 9. Sistema colombiano de protección social  

 
 

 
Fuente: elaboración propia basada en información del Banco Mundial (2021b). 
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2. Marco teórico, metodología y datos 
 

2.1. Parte I: Microsimulación de choques: metodología y datos 
 
Los choques pueden afectar a los hogares a través de múltiples canales. Según el marco 
conceptual descrito por Báez et al. (2017), los choques impactan la capacidad de los hogares de 
generar ingresos, al afectar la propiedad y el uso productivo de los activos para generar ingresos 
en un momento dado y a través del tiempo. Por ejemplo, el capital humano utilizado en el 
mercado laboral para obtener salarios o el uso del suelo para propósitos agrícolas; también, las 
decisiones sobre inversiones en la acumulación de activos, tales como la educación.  La capacidad 
de generar ingresos también se ve afectada por las transferencias recibidas, incluyendo las 
transferencias de asistencia social, los precios de los bienes y servicios, el riesgo que enfrentan 
los hogares o la posibilidad de ser afectados por emergencias. Los hogares más pobres y con 
menos activos están más expuestos y son más vulnerables a los choques, pues tienen menos 
capacidad de hacerles frente. La protección social desempeña un importante papel en apoyar a 
la población pobre y vulnerable a resistir el impacto del choque y, por lo tanto, es crucial para 
evitar sumir o mantener a dichos hogares en trampas de pobreza.  
 

Figura 10. Un marco para entender cómo los choques afectan a los hogares 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

Fuente: Baez et al. (2017). 

 
Con técnicas de microsimulación, este documento explora el impacto distributivo de dos tipos 
de choques. Por un lado, simula un choque hidrometeorológico severo en Colombia con el fin de 
evaluar su impacto distributivo y promover políticas que puedan responder mejor a dicho choque 
y proteger a los necesitados. Por otro lado, y utilizando los datos observados, documenta el 
impacto distributivo del choque causado por el COVID-19. Para el impacto relacionado con 
factores climáticos, el trabajo simula un choque severo de naturaleza similar al generado por la 
ola invernal de los años 2010-2011 en Colombia, el cual se caracterizó por fuertes lluvias que 
causaron inundaciones y deslizamientos de tierra. Este está relativamente bien documentado en 
la literatura. Los estudios muestran una reducción del 9,2 % en los ingresos de los hogares rurales 
debido a dicha ola invernal (Rodríguez, 2015). Asimismo, se estima que la precipitación excesiva 
tuvo un impacto negativo en la remuneración salarial de alrededor de -1,2 % en el sector agrícola 
y de -1,3 % en los sectores no agrícolas dentro de las áreas rurales (Bohórquez Penuela et al., 
2020). Más aún, los empleos en el campo para las mujeres aumentaron 1,7 puntos porcentuales, 
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aunque con menor probabilidad de ser trabajadoras asalariadas en las áreas rurales; el efecto 
contrario es estimado para los hombres, quienes disminuyeron 15 puntos porcentuales como 
trabajadores de agrícolas, pero cuya probabilidad de ser trabajadores asalariados aumentó en 3,3 
puntos porcentuales, principalmente al sesgo de género en respuesta al choque (Martínez, 2017). 
Los hallazgos adicionales muestran que, entre los afectados, las tasas de empleo cayeron 2,1 
puntos porcentuales en las áreas rurales y 3,8 puntos porcentuales en las áreas urbanas (CEPAL y 
BID, 2012). Se estima que el impacto de la ola invernal en la inflación anual fue de 0,1 puntos 
porcentuales (CEPAL y BID, 2012). Alrededor de 500.000 hogares se vieron afectados, con 
pérdidas estimadas en alrededor de COP 1,6 billones (CEPAL  y BID, 2012). 
  
El análisis aprovecha la riqueza de los datos administrativos y las encuestas de hogares y utiliza 
parámetros de impacto tomados de la literatura sobre la ola invernal para cuantificar el impacto 
del choque en los hogares. Específicamente, estima el impacto producto de la pérdida de 
empleos e ingresos laborales, los efectos en los precios (que afecta la línea de pobreza) y la 
pérdida de viviendas (utilizando datos de hogares sobre la renta imputada), mientras se mantiene 
una línea de base de transferencias de asistencia social como dada. Luego evalúa la magnitud del 
impacto y sobre quiénes recayó, así como la respuesta adicional de protección social que pudo 
ser requerida para mitigar el impacto del choque. En el anexo C se detallan los aspectos 
metodológicos. El análisis utiliza la información de la encuesta de ingreso de los hogares del año 
2019 (Gran Encuesta Integrada de Hogares [GEIH]) como línea de base para las simulaciones, así 
como los datos administrativos de las viviendas y hogares afectados, según el RUD.  
 

2.2. Parte II: STT – Escalabilidad y adaptabilidad de la protección social 
 
La STT propone cuatro dimensiones principales, o bloques, para evaluar la adaptabilidad de un 
SPS para enfrentar choques:   
 
(i) Programas y sistema de implementación: evaluación de la capacidad de los programas 

de protección social y los sistemas de implementación para prepararse y adaptarse a un 
choque. Hace una medición de los cambios requeridos en la planificación, el diseño y la 
implementación de programas para hacer frente a eventos de choque y los protocolos 
necesarios para responder a la población vulnerable potencialmente afectada. También 
identifica si el país ha sido capaz de anticipar y planear, en caso de necesidad, cualquier 
cambio en los sistemas de implementación y pagos durante las crisis y los protocolos 
necesarios para manejarlos. De igual manera, su intención es evaluar las capacidades de 
expansión vertical y horizontal del sistema, su flexibilidad para incluir a nuevos hogares 
vulnerables, mejorar los canales de distribución en beneficio de los pobres y los 
vulnerables y la efectividad del sistema de protección social para alcanzar a los 
beneficiarios.   

(ii) Datos e información: evaluación de la capacidad del SPS de generar información y 
utilizarla para tomar acciones y decisiones importantes, y de forma oportuna. Evaluación 
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de los SAT y registros de información social como elementos para la toma de decisiones y 
orientación de los programas de PS. 

(iii) Financiamiento: explora las necesidades de financiamiento y planeación del Gobierno ex-
ante considerando fuentes públicas y privadas, especialmente para enfrentar las 
consecuencias de los impactos climáticos, económicos y sociales. 

(iv) Arreglos y coordinación institucionales: evalúa la capacidad institucional del Gobierno 
para liderar los esfuerzos de respuesta a emergencias y choques, tanto ex-ante como ex-
post, así como el grado de coordinación existente con organizaciones no gubernamentales 
e internacionales.   

 
Para desarrollar la segunda parte de la STT, los datos fueron obtenidos por medio de una 
entrevista semiestructurada y un cuestionario con 37 preguntas que fueron aplicadas a 
funcionarios del DPS y el DNP. También se entrevistó a funcionarios de la UNGRD. 
 

Figura 11. Cuatro bloques o dimensiones para evaluar un SPSA  
 

 
 
 
 

Fuente: Williams, A. (2022).  
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3. Principales hallazgos 
 

Parte I 
 

3.1. Un choque climático severo aumentaría la pobreza y la desigualdad y afectaría a 
las regiones más vulnerables de una forma desproporcionalmente mayor 

 
Un choque climático hidrometeorológico severo, caracterizado por grandes inundaciones y 
deslizamientos de tierra, aumentaría la pobreza, particularmente en regiones que ya se 
encuentran en condiciones de incidencia de pobreza alta. Los hallazgos se enfocan en los ocho 
departamentos con mayor cantidad de población rural y urbana afectada por el choque: 
Magdalena, Bolívar, Guajira, Cesar, Atlántico, Sucre, Chocó, y Cauca (ver anexo D, figura 28). Estos 
están marcados en el análisis como los departamentos “más afectados”. Asumiendo que se 
mantienen los programas sociales existentes, los ingresos per cápita caerían en un 1,1 %, en 
promedio, en los departamentos de las regiones del Pacífico y el Caribe. Los departamentos más 
pobres sufrirían la peor parte del choque (figura 12). En departamentos como Magdalena, con 
una tasa de pobreza del 53,5 % en la línea de base, la pobreza total aumentaría 3 puntos 
porcentuales y la pobreza extrema, 4 puntos porcentuales. Esto significa 53 mil nuevas personas 
en pobreza y 38 mil que no podrán cubrir sus necesidades básicas. Los departamentos más 
afectados representan el 22 % de la población total de Colombia, pero albergan a casi la mitad de 
los nuevos pobres resultantes del choque. Simulaciones de los impactos distributivos de un 
choque similar a la devastadora avalancha que afectó a Mocoa (la capital y más importante ciudad 
del departamento de Putumayo) en el año 2017, por causa de la fuerte precipitación localizada, 
muestran los impactos altamente negativos que puede causar un choque al bienestar (ver cuadro 
2). 
 

Figura 12. Pobreza en línea de base vs. cambios de pobreza simulados, por departamento 
Panel A: Pobreza total Panel B: Pobreza extrema  

  

Fuente: estimaciones propias basadas en información de DANE-GEIH (2019), resultados mostrados para el 
 escenario 16. 
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Figura 13. Línea de base y pobreza simulada en los departamentos más afectados  
                      Panel A: Pobreza total                       Panel C: Pobreza extrema  

  
Fuente: estimaciones propias basadas en información de DANE-GEIH (2019), resultados mostrados para el 

 escenario 16. 

 
 

Figura 14. Nuevos pobres por el choque  
Panel A: Nivel nacional y 
departamentos más afectados   

Panel B: Departamentos más afectados  

  

Fuente: estimaciones propias basadas en información del DANE-GEIH (2019), resultados mostrados para el 
 escenario 16. 

 
Muchos pobres se volverán aún más pobres y se espera que la desigualdad aumente de niveles 
ya muy altos. La población empobrecida se define como las personas ya pobres que 
experimentaron una reducción en sus ingresos como producto de un choque y, por lo tanto, 
profundizaron más su pobreza. Los resultados estiman que alrededor de tres millones de 
personas que ya eran pobres enfrentarían un detrimento en su bienestar debido al choque (figura 
15); 55 % de ellos se encuentran en los departamentos más afectados. Como la figura 16 muestra, 
el coeficiente de Gini se espera que alcance niveles más altos, particularmente en zonas rurales y 
en los departamentos más afectados. Tal como se describe en el anexo D, los nuevos pobres y los 
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empobrecidos son en su mayoría rurales, poco calificados (estudios de primaria), empleados 
independientes, y que trabajan en los sectores primarios y terciarios. Estos hallazgos son 
consistentes con los impactos a largo plazo del cambio climático, estimados por el Banco Mundial 
(2021) utilizando un modelo de equilibrio general computable (EGC).   

 

Figura 15. Empobrecidos por el choque 
Panel A: Nivel nacional y departamentos 
más afectados  

Panel B: Departamentos más afectados  

  

Fuente: estimaciones propias basadas en información del DANE-GEIH (2019), resultados mostrados para el 
 escenario 16. 

 

Figura 16. Coeficiente de Gini  

 
Fuente: estimaciones propias basadas en información del DANE-GEIH (2019), resultados mostrados para el 

 escenario 16. 
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Cuadro 2. Simulación de otro choque climático: efecto distributivo del deslizamiento en 
Mocoa14 

 
Fuente: estimaciones propias basadas en información del DANE-GEIH (2016, 2017). 

 

 
14 La simulación del caso de Mocoa se basa en la Encuesta Nacional de Presupuestos de los Hogares que el encuesta del DANE realizó durante julio 
de 2016 y junio de 2017. La encuesta tiene representatividad para la ciudad de Mocoa. La simulación asume cambios en el ingreso laboral y la 
renta imputada debido al choque. Por el lado del ingreso laboral, primero organizamos los hogares según su nivel de ingresos, luego se supone 
que el 51 % de la población se vea afectada y experimente una pérdida del trabajo dentro de su hogar (DNP, 2017). Los hogares también 
experimentan una reducción de su renta imputada y se asume una pérdida completa para los hogares afectados y escogidos según su nivel de 
ingreso. Esos choques están simulados para los meses siguientes a la torrencial inundación de abril.  

Entre el 31 de marzo y el 1.o de abril una lluvia torrencial azotó a Mocoa, la principal ciudad del 
departamento del Putumayo, cuando se registraron 129 mm de precipitación. Esto generó 
deslizamientos de tierra en los ríos Sangoyaco y Mulato y arrojó grandes cantidades de escombros, 
lodo y agua a través de la ciudad. La inundación generó la afectación de 22.310 personas de 
alrededor de 48 vecindarios, 51 % de la población del municipio. Además, 10 % de los afectados 
fueron comunidades indígenas, 1.462 viviendas sufrieron daños y se presentaron pérdidas del 39 % 
de la tierra cultivable (DNP, 2017).  
 
Con base en la Encuesta Nacional de Presupuesto de los Hogares (ENPH) realizada en 2016-2017, se 
estima que la pobreza allí podría haber aumentado en 13 puntos porcentuales, equivalente a 
460.000 nuevos pobres. Se estima que la pobreza extrema se agudizó y alcanzó 49 %, con cerca de 
17.000 personas que no lograron satisfacer sus necesidades básicas. Consecuentemente, los niveles 
de desigualdad antes de la tragedia podrían haber subido de 0,52 a 0,67, debido al choque severo 
(simulado) en los hogares más vulnerables en el mercado laboral y las pérdidas de viviendas. De 
acuerdo con la ENPH, en la línea de base, 58,4 % de la población accedió a por lo menos un programa 
social como Más Familias en Acción (48 %), Colombia Mayor (10 %) y Jóvenes en Acción (2 %), pero 
58,7 % de los nuevos pobres estimados (simulados por el impacto de deslizamiento) no fueron 
cubiertos por los esfuerzos de asistencia social existentes.  
 

Figura 17. Pobreza total y extrema Figura 18. Coeficiente de Gini  
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3.2. La pandemia del COVID-19 produjo devastadores impactos en el bienestar 
 
La pobreza aumentó 6,8 puntos porcentuales en 2020 debido a la pandemia del COVID-19, y la 
desigualdad en ingresos se incrementó significativamente. Las actividades y empleos que más 
se contrajeron fueron los sectores con una gran proporción de mano de obra informal (el 
comercio, el sector de manufactura y hotelería). Los ingresos familiares se redujeron de forma 
considerable, especialmente para los menos favorecidos (figura 19), donde se estima que 
alrededor de 3,6 millones de personas se convirtieron en pobres y la incidencia de pobreza 
aumentó 7 puntos porcentuales, lo cual acabó con las ganancias en pérdida de pobreza desde el 
año 2012 (figura 20). La desigualdad también aumentó: el coeficiente de Gini se incrementó de 
0,526, en 2019, a 0,544, en 2020. Los nuevos pobres fueron relativamente más urbanos, mejor 
calificados y más concentrados en el sector de servicios. Este cambio en el perfil de los pobres se 
generó en parte por la reducción en la movilidad económica, debido al severo y generalizado 
impacto de la crisis. Mientras que el año 2021 ha mostrado una recuperación parcial en la pobreza 
–la población por debajo de la línea de pobreza monetaria cayó al 39,3 % y la proporción de 
población en pobreza monetaria extrema se redujo a 12,2 %–,15 los impactos no se han 
experimentado de forma similar en todos los grupos poblacionales.   
 

Figura 19. Cambio en el ingreso per cápita real 
del hogar (2019-2020) 

 

Figura 20. Evolución del índice de pobreza 
(2012-2021) 

 
 

Fuente: DANE-GEIH. 

 

 
15 La pobreza total se redujo de 42,5 % en 2020 a 39,3 % en 2021, una reducción de 3,2 puntos porcentuales (aún por encima del 35,7 % observado 
en 2019). Esto significa que 1,4 millones de personas salieron de la pobreza vs. 2020, pero 19,6 millones en total siguen pobres en Colombia, es 
decir, 2,1 millones de personas más que en el año 2019. La pobreza extrema se redujo de 15,1 % en 2020 a 12,2 % en 2021, una reducción de 2,9 
puntos porcentuales. Sin embargo, la pobreza extrema continúa por encima de los niveles de la prepandemia del 9,6 % en 2021, y aún más alta 
que hace una década.  
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Los grupos poblacionales más vulnerables sintieron el peso de la crisis del COVID-19. Las brechas 
en tasas de pobreza por género de jefes cabeza de hogar aumentaron de 3,8 en 2019 a 6,6 puntos 
porcentuales en 2020, cuando el 46,7 % de los hogares con mujeres cabeza de hogar eran pobres. 
La brecha en tasas de pobreza por género fue especialmente grande entre las mujeres cabeza de 
hogar más jóvenes (10,7 puntos porcentuales entre los 19 y 28 años) y los hogares con menores 
(7,5 puntos porcentuales). La tasa de pobreza entre inmigrantes de Venezuela alcanzó 65,8 % en 
2020 y 63,5 % en 2019, mientras que la pobreza extrema aumentó 8 puntos porcentuales, 
ascendiendo de 18,7 %, en 2019, a 26,7 %, en 2020. Entre tanto, la tasa de pobreza en la población 
indígena se redujo 2,2 puntos porcentuales en 2020, debido a transferencias gubernamentales y 
la gratuidad de los servicios públicos que redujeron el costo de vida, particularmente en las zonas 
rurales; esta aumentó en la población de afrocolombianos en 0,3 puntos porcentuales. En 2020, 
la pobreza entre las poblaciones indígenas y afrocolombianas fueron de 59,2 % y 44,4 %, 
respectivamente. Las víctimas del conflicto enfrentaron tasas de pobreza muy altas y aumentaron 
significativamente debido al impacto del COVID-19, creciendo de 43,8 % en 2019 a 53,4 % en 
2020. Las mujeres desplazadas forzosamente y víctimas menores de cinco años en zonas urbanas 
enfrentaron el mayor peso de la pobreza (anexo E, figura 32).  
 

3.3. Aunque el SPS tiene un papel importante en la mitigación, todavía no es 
suficiente para compensar los impactos de los choques en toda la población pobre y 
vulnerable  

 
Compensar el impacto causado por este choque requeriría inversiones adicionales o una 
redistribución de los recursos existentes hacia un sistema más efectivo. Por ejemplo, proteger 
a las personas vulnerables para que no caigan en pobreza en las zonas más afectadas requeriría 
de una cantidad per cápita equivalente al 54 % de la línea de pobreza. Mitigar el efecto de 
aquellos inducidos a la pobreza y de aquellos empobrecidos por el choque implica un presupuesto 
de COP 1,104 billones de presupuesto de respuesta (0,1 % del PIB). Al dejarlos sin atención, los 
impactos negativos se agravarían con el tiempo y entre generaciones.  
  

Tabla 1. Compensación por pérdida de ingresos debido al choque 

 

Pobres totales  
(número de personas en pobreza 

en el escenario simulado) 

Nuevos pobres 
(aquellos llevados a la pobreza 

debido al choque) 

Empobrecidos 
 (pobres de la línea de base 
cuyos ingresos se redujeron 

debido al choque) 

  Total  
Departamentos 
más afectados  Total  

Departamentos  
más afectados Total  

Departamentos 
más afectados 

Número de personas 
17.848.007 5.696.232 377.965 182.059 1.341.750 836.817 

Brecha ingreso pobreza mensual 
(BIP, en pesos colombianos) 

121.745 118.601 137.257 139.249 29.881 35.156 

Brecha ingreso pobreza extrema 
mensual (BIPE, en pesos 
colombianos) 

47.651 44.571 53.209 55.213 26.852 26.799 

Total del presupuesto BIP (miles de 
millones en pesos colombianos 
anuales) 

26.075 8.107 623 304 481 353 

BIP mensual como porcentaje de la 
línea de pobreza 

39,9 43,2 55 54 11,8 13,6 
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BIPE mensual como porcentaje de 
la línea de pobreza extrema 

37,7 36,8 48 46 22,2 22,0 

Fuente: estimaciones propias basadas en información del DANE-GEIH (2019), resultados mostrados para el escenario 
16. 
Nota: el programa Ingreso Solidario y la Devolución del IVA se simulan de acuerdo con las reglas de entrada a los 
programas. La brecha de ingreso de pobreza (BIP) hace referencia al monto per cápita en pesos colombianos (COP) 
necesario para elevar a las personas al nivel de la línea de pobreza. La brecha del ingreso en extrema pobreza (BIPE) 
se define como el promedio de la diferencia entre la línea de pobreza y el ingreso per cápita del hogar, mientras que 
el presupuesto total de IPG es el monto total entre las personas bajo la línea de pobreza.  

 
El SPS desempeña un papel importante en la mitigación del impacto de los choques. En el caso 
reciente del COVID-19, se estima que las transferencias de emergencia del Gobierno mitigaron 
alrededor de una cuarta parte del impacto negativo de la crisis en la pobreza. En ausencia de 
transferencias de emergencia, la pobreza en el nivel nacional habría aumentado aún más (tabla 
2), en 2,2 puntos porcentuales, pero hasta 4,2 puntos porcentuales en zonas rurales. Esto 
confirma el efecto de mitigación que tuvo la respuesta. La   
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Tabla 3 muestra que, en el caso de un choque meteorológico severo, 11,4 % de los nuevos pobres 
en los departamentos más afectados necesitarían cobertura, puesto que únicamente el 33 % 
hacen parte del programa Familias en Acción y 47 %, de Ingreso Solidario (programa que cerró en 
diciembre de 2022). Sin embargo, tal como se describe a continuación, el sistema de protección 
social todavía no tiene la flexibilidad para ajustarse y responder para proteger a los hogares de 
un choque de ingresos. Para choques como el del COVID-19, solamente el 55,8 % de los hogares 
pobres accedieron a cualquiera de los programas sociales; es decir, alrededor de 3 millones en el 
año 2020.     
 

Tabla 2. Efecto del choque del COVID-19 en las medidas de mitigación – transferencias sociales 
 

  2019   2020   

  

Pre-
pandemia 

  
Sin  
mitigación  

Con mitigación  
ordinaria  

Con mitigación 
ordinaria y 
extraordinaria 

Impacto de las 
transferencias 
extraordinarias 

Panel A: Pobreza total   

Nacional 35,5   46,1 44,7 42,5 -2,2 

Urbana 32,3   45,0 44,0 42,4 -1,6 

Rural 47,5   50,0 47,1 42,9 -4,2 

Panel B: Pobreza extrema   

Nacional 9,6   19,2 17,7 15,1 -2,6 

Urbana 6,8   17,5 16,1 14,2 -1,9 

Rural 19,3   27,9 23,2 18,2 -5,0 

Fuente: estimaciones propias basadas en  DANE-GEIH (2019). 
Nota: las transferencias ordinarias de mitigación incluyen Más Familias en Acción, Jóvenes en Acción y Colombia Mayor. Las 
transferencias extraordinarias incluyen Ingreso Solidario, Compensación de IVA, transferencias dadas por los gobiernos locales 
como los de Bogotá, Medellín o Bucaramanga, y la expansión vertical de los programas ordinarios.  
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Tabla 3. Cobertura de los programas sociales  

  
  

Cualquier 
programa 

Social 

Más 
Familias 

en Acción 

Jóvenes 
en 

Acción 

Colombia 
Mayor 

 Ingreso 
Solidario 

Compensación 
de IVA 

Panel A: Choque hidrometeorológico (microdatos de línea de base 2019, programas simulados) 

Todos los hogares  39,3 12,7 0,4 7,0 20,1 13,4 

Hogares de los departamentos 
más afectados 

54,5 21,1 0,6 8,7 25,7 21,8 

Hogares rurales  62,2 25,3 0,4 12,7 25,5 26,9 

Nuevos hogares pobres   77,7 25,4 0,8 11,2 42,9 28,4 
Nuevos pobres en los 
departamentos más afectados  

88,6 33,2 0,4 10,8 47,2 36,1 

Nuevos Hogares pobres y rurales 95,4 34,9 0,8 13,8 49,2 41,9 

Empobrecidos  100 41,1 2,1 9,3 54,4 45,2 

Panel B: Choque del COVID-19 (datos 2020 observados) 

Todos los hogares 41,3 18,2 2,2 9,0 12,3 5,4 

Hogares pobres 55,8 28,2 2,3 11,0 15,9 8,9 
Hogares no pobres 33,1 12,7 2,1 7,9 10,3 3,4 
Hogares pobres rurales 68,5 43,9 7,3 15,9 14,2 1,4 

Fuente: estimaciones propias basadas en el DANE-GEIH (2019). 
Nota: los resultados entre el panel A y el panel B pueden diferir. Panel A simula programas tales como Ingreso Solidario y la 
Compensación del IVA (ya implementados en ese momento) según las reglas de entrada a los programas utilizando la GEIH de 
2019. El panel B reporta los beneficiarios estimados por el DANE después de un proceso de asignación de los datos administrativos 
a la encuesta de hogares GEIH de 2020. 

 

Parte II 
 

3.4. El SPS debe ser más adaptativo 
 

Bloque 1: Programas y sistema de implementación 
 
De acuerdo con información del Atlas de protección social: indicadores sobre resiliencia y equidad 
(ASPIRE) del Banco Mundial, para 2019 los programas de PS cubrían al 43,4 % del quintil más 
pobre de la población y los programas de asistencia social beneficiaban al 35,5 %. Por otro lado, 
entre 2010 y 2020, el gasto público en programas de asistencia social en Colombia alcanzó 3,4 % 
del PIB. Los programas de TM representaron el 0,7 %, las transferencias en especie el 0,1 % y 
otros tipos de programas de asistencia social, el 0,2 % del PIB (Banco Mundial, s. f.). 
 
A junio de 2022, el DPS es el encargado de la coordinación e implementación de trece 
programas que combinan la asistencia social a través de TM y programas de inclusión 
económica dirigidos a la población pobre y vulnerable. Sin embargo, estos programas tienen 
cobertura limitada y baja flexibilidad para su expansión horizontal y vertical (Banco Mundial, 
2021b). Por ejemplo, los programas de transferencias en efectivo no atienden a hogares pobres 
sin hijos menores, hogares de mediana edad ni a inmigrantes vulnerables.16 Aunque el programa 

 
16  Los migrantes venezolanos más vulnerables han tenido limitado acceso a los beneficios del SPS. Sin embargo, desde 2021, el GdC ha realizado 
esfuerzos para corregir esta situación y ampliar la cobertura a esta población. 
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Ingreso Solidario ha cubierto una parte importante de la población pobre afectada por la 
pandemia del COVID-19, en general los programas del sistema no tienen la capacidad de 
respuesta a los efectos de choques covariantes. De igual manera, los beneficiarios de bajos 
ingresos son excluidos de los programas, debido tanto a desafíos del Sisbén para promover 
mecanismos de inclusión más dinámicos como a las limitaciones fiscales de los programas para 
permitir el acceso a nuevos beneficiarios (Banco Mundial, 2021). 
 

Tabla 4. Programas existentes de PS implementados por el DPS  
 

# 
Programa
s del DPS  

Característica del 
programa 

Beneficiarios Meta 
Cuantía del 
beneficio 

Tipo 

1 
Familias 

en Acción 

Programa regular 
adaptado durante la 

emergencia 

2.128.960 hogares 
(2021) 

 Familias en pobreza 
y pobreza extrema, 
incluye víctimas del 
desplazamiento 
forzado y 
poblaciones 
indígenas. Las 
familias deben 
tener niños y 
adolescentes 
menores de 18 años 

USD 19 mensuales 
Transferencias en 

efectivo – TM 

2 
Jóvenes 

en Acción 

Programa regular 
adaptado durante la 

emergencia 

518.464 personas 
jóvenes (2021) 

 Población joven 
vulnerable cursando 
bachillerato, desde 
los 14 a los 28 años, 
que realiza su 
formación en un 
municipio 
focalizado por el 
Programa 

USD 46,5 mensuales 
Transferencia en 

efectivo – TM 

3 
Ingreso 

Solidario 
Programa de 
emergencia 

3.036.844 hogares 
(2022) 

 Hogares en 
situación de 
pobreza y 
vulnerabilidad 
afectados por los 
efectos del COVID-
19 que no sean 
beneficiarios de los 
programas Familias 
en Acción, Colombia 
Mayor, Jóvenes en 
Acción o 
Compensación del 
IVA 

USD 46,5 mensuales 
Transferencias en 

efectivo – TM 

4 
Compensa

ción del 
IVA 

Nuevo programa 
regular creado durante 

la emergencia 

2.000.000 de 
hogares (2021) 

 Hogares en 
situación de 
pobreza y 

USD 9 mensuales 
Transferencias en 

efectivo – TM 
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vulnerabilidad 
seleccionados de 
Familias en Acción y 
de Colombia Mayor 

5 
Colombia 

Mayor 

Programa regular 
adaptado durante la 

emergencia 

1.736.882 adultos 
mayores (2022) 

 Adultos mayores 
que viven solos y no 
tienen acceso a 
pensiones 
contributivas 

USD 18,6 mensuales 
Transferencias en 

efectivo – TM 

6 

Red de 
Seguridad 
Alimentari
a (ReSA) 

Programa regular  
61.736 hogares 

(2021) 

Poblaciones pobres, 
vulnerables y 
víctimas de la 
violencia 

- Inclusión productiva 

7 

Intervenci
ones 

Rurales 
Integrales 

– Iraca 

Programa regular  
12.688 hogares 

(2021) 

Hogares indígenas y 
afrocolombianos 
vulnerables y en 
riesgo de 
desaparición física y 
cultural, por el 
conflicto armado 

- Inclusión productiva 

8 

Infraestru
ctura 

Social y 
Hábitat 

Programa regular  
7.471.714 

beneficiarios* 
(2021) 

Entidades 
territoriales 
(gobiernos, 
municipios, 
comunidades 
étnicas 

- 
Infraestructura 
social y hábitat 

9 Unidos Programa regular  - 

Hogares más pobres 
y vulnerables del 
país identificados 
en Sisbén IV 

- Inclusión social 

10 Empléate Programa regular  - 

Personas 
desempleadas 
pobres y pobres 
extremas 

- Inclusión productiva 

11 

Familias 
en su 
Tierra 
(FEST) 

Programa regular 
56.679 hogares 

(2021) 

Población rural 
retornada y/o 
reubicada víctima 
de desplazamiento 
forzado que se 
encuentra en el 
RUV 

Incentivo de 
seguridad 

alimentaria: USD 
112 para cada hogar 

(en especie) 
 

Vivir Mi Casa TM: 
USD 362 para cada 

hogar 
 

Programa 
Productivo TM: USD 
692 para cada hogar 

 

Inclusión productiva 
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12 
Emprendi

miento 
Colectivo 

Programa regular 
adaptado durante la 

emergencia 

371 individuos 
(2021) 

Organizaciones 
comunitarias, 
asociaciones de 
campesinos y 
productores que 
hacen parte de 
Unidos (mínimo 10 
integrantes), 
Familias en Acción o 
RUV 

- Inclusión productiva 

13 
Mi 

Negocio 

Programa regular 
adaptado durante la 

emergencia 

939 individuos 
(2021) 

Población 
vulnerable, víctimas 

de violencia, en 
situación de 

pobreza 

- Inclusión productiva 

Fuente: elaboración propia basada en los manuales operativos de los diferentes programas y la información 
suministrada por el DPS. 
* Esto incluye a beneficiarios indirectos: población que se beneficia de la infraestructura social y productiva y de 
hábitat financiada por el DPS (plaza de mercados, centros de recolección, centros de transformación productiva, 
pavimentos [urbano] y placa huellas [rural]).  
 

 

Esfuerzos emergentes hacia un sistema más adaptativo 
 
El GdC ha implementado acciones incipientes para adaptar progresivamente los programas de 
protección social que permitan sobrellevar la reciente pandemia del COVID-19 y los eventos 
extremos del cambio climático. Algunas de las medidas de adaptación más importantes se 
describen aquí.   
 
Programas 
 
Algunas de las medidas de adaptación y los cambios más importantes en los programas de PS 
comprendían: (i) la suspensión temporal de las condicionalidades de los programas Familias en 
Acción y Jóvenes en Acción; (ii) la expansión del programa de la Compensación del IVA de 100.000 
a un millón de beneficiarios; (iii) el diseño y la implementación del programa Ingreso Solidario 
para beneficiar a hasta cuatro millones de hogares pobres y vulnerables; y (iv) la creación del 
Fondo de Mitigación de Emergencias (Fome).17 Adicionalmente, con el fin de atender los efectos 
del huracán Iota, el DPS implementó la expansión horizontal del programa Ingreso Solidario y 
aumentó la provisión de beneficios de inclusión económica (ver más detalles en el anexo F). 

 
Sistemas de implementación  
En respuesta a los impactos causados por el COVID-19, el GdC introdujo las siguientes medidas: 

 
17 El fondo se creó con el Decreto 444 de 2020 para dirigir los recursos al sector salud y mitigar los impactos adversos en las actividades 
productivas causados por la emergencia económica, social y ecológica sufrida por el país.  
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▪ Expansión del registro social. Ante la emergencia del COVID-19, el DNP enfrentaba el reto de 
cómo identificar a la potencial población vulnerable adicional que no estaba registrada en el 
Sisbén. Por lo tanto, el GdC tomó la decisión de desarrollar la Base Maestra (BMA)18, como 
precursora del Registro Social de Hogares (RSH),19 con el objeto de mejorar la inclusión y la 
efectividad del gasto social (DNP, 2021). La BMA permitió cruzar los datos de hogares 
existentes en el Sisbén con los datos de los registros de beneficiarios de programas sociales y 
otras grandes bases de datos administrativas. Esta innovación también permitió mejorar la 
focalización de los beneficios sociales y tomar decisiones para la expansión de programas 
hacia los hogares y poblaciones vulnerables no cubiertas (o cubiertas insuficientemente) por 
las iniciativas del Gobierno. El RSH, creado bajo el estado de emergencia, tiene el objeto de 
ayudar a una caracterización más robusta y actualizada de la población, para definir los 
criterios de focalización, elegibilidad y permanencia de los beneficiarios en los programas 
sociales de gobierno.  
 

▪ Innovaciones para difundir la información sobre los programas a la población objetivo.  Para 
los programas Ingreso Solidario y Compensación del IVA, la estrategia de difusión dependió 
principalmente de los medios masivos y redes sociales del DPS y de los proveedores de 
servicios financieros que participaban en los programas. Sin embargo, estos esfuerzos no 
forman parte de una estrategia multiprogramática y no existe articulación en las iniciativas de 
diseminación entre los programas.20 

 
Mecanismos de pago 
 
Después de más de dos décadas de experiencia en programas TM, Colombia y, en particular, el 
DPS, han consolidado una importante capacidad para la entrega de beneficios. Basado en un 
riguroso proceso para seleccionar a los proveedores de sistemas de pago, el DPS ha 
implementado una variedad de mecanismos de implementación de pagos que incluyen claros 
procesos de reconciliación de pagos, así como protocolos internos para evitar los fraudes. 
Adicionalmente, el DPS maneja la nómina y establece los lineamientos de pago para los 
beneficiarios.  
 

 
18 En el año 2020, el DNP estableció la BMA, una plataforma de información organizada en cuatro bases de datos:  Sisbén III, IV, el Registro Único 
de Víctimas (RUV) y el Registro de Beneficiarios de Programas de Transferencias Monetarias. La BMA es la primera Fuente de información para 
estructurar el RSH a ser implementado, coordinado y gestionado por el DNP. Adicionalmente, la BMA permite la clasificación de la población por 
edad y género de cada uno de los miembros del hogar, clasificados por grupos A, B, C y D del Sisbén IV. La BMA y su interoperabilidad con otras 
plataformas ha ayudado a remediar los problemas del Sisbén para fijar objetivos mediante el cruce de la información de otros registros sociales. 
Sin embargo, todavía persisten problemas como la exclusión y la inclusión de errores que podrían potencialmente ser eliminados con la 
consolidación de la base. La BMA fue creada de acuerdo con el Decreto 812 de 2020 para responder a las consecuencias del COVID-19. Se trata 
de la primera información consolidada para la restructuración del RSH.  
19 Decreto 812 de 2020. 
20 Regularmente, la comunicación y la difusión de estrategias de los programas de asistencia social son realizados directamente por el DPS o 
indirectamente a través de operadores u organizaciones comunitarias. La información es dada sobre las particularidades de los programas, los 
criterios de elegibilidad, los procesos de inscripción, registro y pagos.   
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Para la respuesta de emergencia, el GdC tomó la decisión deliberada de introducir más 
innovaciones en la entrega de pagos.21 En los programas Ingreso Solidario y Compensación del 
IVA, los pagos electrónicos y las billeteras digitales fueron fortalecidas, aumentando los procesos 
de inclusión financiera a través del trabajo con un mayor número de proveedores de servicios 
financieros.22 Como resultado del estado de emergencia, se eximió al programa Ingreso Solidario 
de incurrir en largos y costosos procesos de contratación y se establecieron acuerdos que fijan 
tarifas a los proveedores de servicios financieros que entregan TM en los cajeros automáticos y 
agencias bancarias, así como para el pago de tasas interbancarias23, comisiones de los agentes24 
y costos operativos de “back office”.25 De acuerdo con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
(MHCP), Ingreso Solidario bancarizó cerca de 964.200 nuevos hogares destinatarios. El 60 % de 
estos hogares eran de mujeres cabeza de hogar que nunca habían tenido acceso al sistema 
financiero y 62 % de los beneficiarios ya están haciendo uso digital de sus recursos por 
transferencia para realizar compras en línea (Prieto, 2022). Otra importante innovación del 
programa fue incorporar reglas de género en el diseño de los programas. Por lo tanto, se les dio 
prioridad a las mujeres como receptoras de los beneficios de aquellos hogares no bancarizados, 
tal como sucede en otros programas de TM en Colombia (Familias en Acción). 
 
Para cubrir a la población pobre no bancarizada, el GdC invitó a instituciones financieras con 
productos electrónicos y cuentas de ahorros simplificadas a unirse al programa. Este proceso 
involucró un trabajo coordinado entre las instituciones públicas y el sector privado para superar 
los retos para la colocación de los recursos del programa en las distintas regiones del país. Aunque 
un apreciable segmento de beneficiarios no bancarizados en municipios rurales y remotos 
tuvieron que retirar sus pagos directamente en las sucursales del Banco Agrario26, una importante 
porción de los beneficiarios también utilizó las billeteras digitales y cuentas de ahorros 
simplificadas para tener acceso a los mismos (Paredes, 2022). 
 
Las innovaciones del programa Ingreso Solidario para fortalecer la inclusión financiera de 
poblaciones de bajos ingresos durante la emergencia del COVID-19 fueron posibles gracias a 
factores preexistentes: (a) la disponibilidad de proveedores de billeteras digitales27, (b) la 
experiencia previa de los bancos comerciales en pagos a este segmento de población y (c) un 
marco legal favorable y flexible. El MHCP y, en particular, la Unidad de Regulación Financiera y el 
Banco de la República diseñaron una estrategia de inclusión financiera y el marco legal para el 
sistema de pago de bajo valor junto con las iniciativas de inclusión desarrolladas por la Banca de 

 
21 Estas medidas fueron adoptadas para mejorar la cobertura de los beneficiarios y la capacidad de entrega de las transferencias.  
22 Con la declaración de una emergencia económica, ecológica y social (Decreto 417 de 2020), el GdC autorizó la entrega de transferencias 
monetarias incondicionales  adicionales y extraordinarias a los beneficiarios de los programas Familias en Acción, Jóvenes en Acción y Colombia 

Mayor. Sin embargo, puesto que otra población viviendo en niveles de pobreza no cubierta por estos programas estaba en riesgo de afectar su 

mínimo vital debido a las consecuencias del COVID-19, el DNP inició la construcción de la BMA para mejorar la identificación de potenciales 
beneficiarios de la ayuda y las transferencias dadas por el Gobierno. Adicionalmente, el DPS diseñó el programa Ingreso Solidario para brindar 

asistencia a aquellos hogares vulnerables que no fueron incluidos en los programas regulares y en el programa de Compensación del IVA. 
23 Costo incurrido por las instituciones financieras u otros operadores al utilizar la infraestructura de cajeros automáticos de terceros. 
24 Costo que una institución financiera u otros operadores deben asumir pagarle a sus corresponsables no bancarios por cada operación.  
25 Costo incurrido por las entidades financieras para el pago del personal o técnicos en sus operaciones.  
26 La institución financiera de propiedad del Gobierno. 
27 Tipo Nequi, Movii y Daviplata, entre otros. En el caso de Daviplata en particular, este producto financiero alcanzó la cobertura de todos los 
municipios de Colombia. El programa Ingreso Solidario hizo 10,3 millones de pagos, del orden de los USD 480 millones. 



 

 40 

las Oportunidades. De acuerdo con Paredes (2022), los hogares de bajos ingresos aumentaron su 
acceso a los productos financieros de 51,1 %, en 2006, a 82 %, en 2019, gracias a estas medidas. 
 
Las lecciones aprendidas de la respuesta ante el COVID-19, en términos de pagos, allanaron el 
camino para innovaciones adicionales. El DPS y el MHCP actualmente están implementando un 
piloto que introduce la escogencia de institución financiera y facilita los pagos al beneficiario, 
utilizando el Sistema Integrado de Información Financiera (SIIF)28. Durante la pandemia, el SIIF 
fue crítico para facilitar la entrega de transferencias de los programas de asistencia social y para 
reducir los costos de las tarifas interbancarias. Por ejemplo, los cobros que el DPS cubría para los 
programas Familias en Acción y Jóvenes en Acción se redujeron de aproximadamente USD 1 por 
transferencia a USD 0,37 por transferencia. Por otro lado, las tarifas o comisiones a los 
proveedores de servicios eran de USD 0,6 por transferencia. Por lo tanto, utilizando el SIIF 
pudieron ahorrar cerca de USD 25.000 por año.29 
 

Retos que continúan 

A pesar del progreso, los retos para hacer que el diseño e implementación de los programas de 
SP sean más adaptativos a los impactos continúan. 

- Colombia debería avanzar hacia un registro social integral y dinámico que permita 
mayor agilidad al momento de ocurrir los choques. No existe un proceso abierto para 
registrar a los beneficiarios en los programas de asistencia social y, en el momento de los 
choques, es muy difícil añadir nuevos beneficiarios. Además, los potenciales hogares 
beneficiarios deben inscribirse en cada programa de forma independiente, y no existe una 
ventanilla única para que los hogares puedan acceder a los beneficios. Por ejemplo, 
mientras que los programas Colombia Mayor y Jóvenes en Acción tienen registros 
periódicos, el programa Familias en Acción no ha permitido el registro de nuevos 
beneficiarios del 2013 al 202130 (Banco Mundial, 2021b). Por otro lado, el proceso de 
focalización de la población objetivo para los programas Ingreso Solidario y Compensación 
del IVA se realizó con base en la oferta. Es decir, identificando a los beneficiarios utilizando 
la BMA, sin que hubiera mecanismos disponibles para que las personas se registraran o 
solicitaran el beneficio.  

- Las características de diseño e implementación de los programas deberían ser 
consistentes con las características y tamaños de los hogares. Por ejemplo, Familias en 
Acción tiene el promedio más bajo de transferencias anuales que varía entre municipios y 
los niveles de educación comparado con otros programas y la línea de pobreza extrema a 
nivel nacional (Banco Mundial, 2021b). Aunque la población objetivo puede ser atendida 
por varios programas de forma simultánea, la cobertura de los programas continúa siendo 

 
28 Este sistema coordina, integra y centraliza la gestión financiera pública a nivel nacional para hacer un uso eficiente de los recursos del 
Presupuesto General de la Nación (PGN). 
29 Información obtenida gracias a entrevista realizada con funcionarios del DPS. 
30 Es decir, el número de beneficiarios no se actualizó hasta 2021. 
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baja, particularmente en el programa Familias en Acción, debido a sus restricciones 
presupuestales.  

- La cuantía de los beneficios debe ser revisada con el fin de mejorar su contribución a los 
ingresos de los hogares. El programa Colombia Mayor, cuyo objetivo es proteger a los 
adultos mayores en situación de pobreza, aumentó sus transferencias de USD 21 a USD 
42 en el año 2020; sin embargo, las transferencias escasamente compensan la línea de 
pobreza monetaria extrema para ese año.31 Sería importante para el Gobierno evaluar si 
la cuantía del beneficio es lo suficientemente alta para crear los incentivos adecuados, 
teniendo en cuenta además el elevado costo de oportunidad en zonas urbanas.  

- Se necesita trabajar en la reducción de la fragmentación de los programas de PS 
mediante la consolidación e integración del proceso de entrega. A pesar de que el 
Decreto 812 de 2020 decidió centralizar la operación de las transferencias de asistencia 
social bajo un solo techo (DPS), la cadena de entrega de los programas continúa 
fragmentada. El sistema de implementación tiene procesos separados de evaluación, 
registro, provisión y gestión que no están integrados ni articulados (Banco Mundial, 
2021b).  

- Existe oportunidad de mejoras adicionales en la entrega de pagos: Colombia ha 
consolidado una importante capacidad en la entrega de beneficios. En particular, la 
respuesta a la emergencia estimuló la implementación de pagos electrónicos y el uso de 
billeteras digitales. Estas innovaciones mejoraron los procesos de inclusión financiera de 
la población más vulnerable, especialmente de mujeres cabeza de hogar, y mejoró la 
recepción de los beneficios de los programas de PS para los más pobres y vulnerables. 
Igualmente, desde una perspectiva institucional, se promovió una mayor coordinación 
entre entidades como el DPS, MHCP y las entidades financieras, y las tarifas y comisiones 
interbancarias fueron reducidas. Sin embargo, todavía hay debilidades en cuanto a la 
conectividad, con deficiencias en la información suministrada a los potenciales 
beneficiarios, limitaciones en el uso de nuevas tecnologías y demoras en los pagos que 
deben ser atendidas.  

- La cobertura y conexiones entre los pilares de la protección social son críticos para los 
programas existentes de inclusión económica. Los programas de inclusión económica 
tienen una significativa oportunidad de expandirse y adaptarse a los requerimientos de la 
población vulnerable en caso de amenazas de desastre, eventos extremos del cambio 
climático u otros choques covariantes, como las pandemias. Hay oportunidades de 
introducir modificaciones en la estructura de los programas y de mejorar su capacidad de 
respuesta en caso de choques. En primer lugar, se pueden mejorar los manuales de 
operación para fortalecer las capacidades de los programas y sus recursos humanos para 
incorporar elementos que hagan su funcionamiento más flexible y permitir realizar 
cambios que garanticen una respuesta a los choques. Identificar áreas o lugares con alto 
riesgo de desastre con la mayor frecuencia de eventos climáticos extremos podría ayudar 
a mejorar la capacidad de respuesta. En segundo lugar, las modificaciones pueden hacerse 

 
31 USD 36,2. 
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a los eslabones de la cadena de implementación de los programas, para que incluyan ciclos 
de GRD y medidas de mitigación y adaptación al cambio climático. Así mismo, tener 
esquemas de inclusión económica que combinen las TM con capacitación, servicios de 
extensión y transferencias de activos productivos podría ser explorado con el fin de 
mejorar la resiliencia de los hogares ante los diferentes tipos de choques (DPS, Banco 
Mundial y Hill, 2021). 

 

Cuadro 3. Agricultura a pequeña escala y adaptación y mitigación del cambio climático 
 

La agricultura a pequeña escala es una de las principales actividades que generan ingresos para las 
poblaciones pobres y vulnerables de las zonas rurales. En Colombia, la agricultura familiar aporta el 70 % 
de la producción de alimentos (FAO, 2021). A pesar de que la importancia de la pequeña producción 
agrícola en la seguridad alimentaria mundial es innegable, este subsector ha sufrido los severos impactos 
del cambio climático. Una forma de reducir los efectos de este fenómeno y mejorar la resiliencia de la 
agricultura a pequeña escala es a través de las medidas de adaptación que han sido implementadas para 
proteger los medios de vida y los ingresos de la población rural más pobre y vulnerable. La mitigación y 
adaptación al cambio climático en la producción agrícola a pequeña escala ha involucrado la combinación 
de una serie de prácticas ancestrales de las comunidades que habitan dichos territorios y el conocimiento 
técnico, que ha hecho posible mejorar las capacidades de los pequeños productores para superar los 
efectos climáticos extremos y los desastres.  
 
El desarrollo de capacidades le ha permitido a la agricultura familiar adaptarse, por ejemplo, a los efectos 
de sequías prolongadas, a través del establecimiento de reservorios de agua y procesos de restauración 
de bosques en las cuencas de los ríos con el objetivo de tener agua para el consumo humano y productivo. 
En el caso de la ganadería a pequeña escala, la calidad de los cultivos forrajeros, la gestión de plagas y 
enfermedades y la rotación de pastos han sido esenciales para mejorar la producción de leche y carne. 
Igualmente, la conservación de la biodiversidad en el campo ha sido esencial para promover la producción 
de agua, mejorar procesos como la polinización y reducir la degradación de suelos.    
 
La extensión agrícola, la asistencia técnica y prácticas como el uso de semillas más resistentes a abruptas 
variaciones de clima también pueden mejorar la productividad de las fincas y reducir el efecto que puede 
causar en los ingresos de los hogares en áreas rurales. Así mismo, el acceso a créditos y microcréditos 
mejora la capacidad de respuesta de la población rural en el evento de choques covariantes. Finalmente, 
la disponibilidad de instrumentos de cobertura de riesgos climáticos, como el aseguramiento de los 
cultivos, reduce las pérdidas de producción, inversiones e ingresos de los pequeños productores.   
 
En cuanto a las medidas de mitigación del cambio climático, la producción agrícola a pequeña escala y los 
sistemas silvopastoriles pueden promover la reforestación y restauración, así como la protección de la 
biodiversidad y los suelos. Estas acciones tienden a favorecer la captura de CO2. 
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En este contexto, el diseño de los programas de inclusión económica32 puede contemplar iniciativas que 
no solo generen ingresos para los hogares más pobres, sino también la incorporación de medidas de 
adaptación y mitigación del cambio climático. Por lo tanto, deben mejorarse los programas TM mediante 
la introducción de componentes de inclusión económica que protejan los ingresos de los hogares e 
incorporar medidas de adaptación que se limiten a las actividades productivas a pequeña escala. Esto 
último es de gran relevancia, puesto que estas medidas mejoran la resiliencia de los hogares y sus 
iniciativas productivas de pequeña escala se vinculan a los circuitos económicos y mercados locales y 
regionales, lo cual asegura la sostenibilidad de sus ingresos.  
Fuente: elaboración propia con base en FIDA (2013) y FAO (2021). 

 

Bloque 2: Datos e información 
 
Los datos y la información para evaluar la vulnerabilidad de los hogares a los choques son 
esenciales para identificar la capacidad de adaptación del sistema de protección social. Por lo 
tanto, este bloque de análisis considera dos aspectos clave: (i) los registros sociales y (ii) SAT.  
 
Registro social33: Sisbén y RSH 
 
Sisbén es el registro social existente utilizado por el GdC para focalizar los programas sociales 
en las personas y hogares vulnerables y de bajos ingresos. Creado en el año 1995, el Sisbén ha 
refinado su capacidad de proveer una caracterización socioeconómica de la población colombiana, 
enfocándose en los quintiles de bajos ingresos y los grupos vulnerables. El objetivo del Sisbén es 
ordenar a los miembros de la población a través de un puntaje basado en sus características 
socioeconómicas e identificar a los potenciales beneficiarios de los programas sociales. El Sisbén es 
gestionado y operado por el DNP, que ha establecido mecanismos de coordinación para identificar a 
los potenciales beneficiarios de los programas sociales.34  

 
Actualmente, el Sisbén es utilizado por 22 programas sociales en todo el país. La última versión 
del Sisbén (IV) tiene información base de aproximadamente 33 millones de personas, de las cuales 
el 71 % se clasifican como pobres y pobres extremos. De igual manera, y según el STT aplicado a 
Colombia, la proporción de registros sociales mayores de tres años es baja, entre 0 y 15 %, ya que 
la última iteración de la encuesta del Sisbén es relativamente reciente. Además, existen 
procedimientos y normas para proteger los datos de los beneficiarios que no permiten el uso de 
la información por parte de otras organizaciones sin su consentimiento. 
 

 
32 Andrews et al. (2021) consideran la inclusión económica como la integración progresiva de individuos y hogares en procesos de desarrollo 

económico y comunitario. Este propósito se logra superando las diferentes restricciones u obstáculos estructurales que enfrentan las poblaciones 

más pobres y vulnerables en la dimensión del hogar, la economía local y las instituciones formales. Por lo tanto, los programas de inclusión 
económica son un conjunto de intervenciones coordinadas y multidimensionales que permiten a las personas, los hogares y las comunidades 

aumentar sus ingresos y activos y fortalecer la resiliencia y las oportunidades de los individuos y hogares pobres. 
33 De acuerdo con el Banco Mundial (2021c), un registro social es “un tipo de sistema de información social integrado que apoya los procesos de 
extensión, entrada y registro, y evaluación de necesidades y condiciones para determinar la potencial elegibilidad para los programas sociales. 
Ellos mantienen información sobre todas las viviendas registradas, independientemente de si eventualmente se benefician de un programa 
social”.   
34 El Sisbén está diseñado y manejado directamente por el DNP. 
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El proceso del Sisbén para recolectar información socioeconómica de los hogares pobres y 
vulnerables se realiza de dos formas diferentes: por oferta y por demanda. Desde su creación, la 
mayor cantidad de datos de hogares ha sido recolectada a través de encuestas,35 con barridos 
censales realizados en todo el país (base de la oferta). Desde su creación, el algoritmo del Sisbén36 y 
la recolección de datos por barridos ha tenido cuatro iteraciones. Sisbén IV, la versión más actualizada 
(2021), clasifica a la población en cuatro grupos (A: pobreza extrema; B: pobreza moderada; C: 
población vulnerable; D: población no pobre, no vulnerable). De igual manera, cada grupo está 
conformado por subgrupos, de acuerdo con su capacidad de generar ingresos y calidad de vida. 
Además de la recolección por barridos de información de los hogares, el Sisbén cuenta con 
alternativas para el registro de la demanda (figura 21).  
 

Figura 21. Sisbén – proceso de recolección de datos en relación con la demanda  
 

 

Fuente: elaboración propia con base en el DNP (2016). 

El Sisbén IV ha buscado corregir algunas limitaciones de las versiones previas, incluyendo: (i) un alto 
peso fue asignado a unas pocas variables de la inclusión social y productivas que no habían sido 
tenidas en cuenta; (ii) las diferencias en pobreza territorial no habían sido reconocidas; (iii) existían 
deficiencias en el proceso de recolección de datos en hogares, así como fallas en el proceso de 
intercambio de información entre el Sisbén y los registros de beneficiarios de los programas,37 y (iv) 
tratamiento de grupos poblacionales especiales, como las personas sin hogar y otras poblaciones 
itinerantes que habían sido excluidas (DNP, 2016). Por lo tanto, Sisbén IV38 integró un abordaje de 

 
35 El propósito del censo con la nueva encuesta del Sisbén es identificar dónde está ubicada la población en condiciones vulnerables, la inclusión de 
nuevos hogares en una vivienda que fue previamente encuestada y el deterioro de viviendas como resultado de los eventos de desastre.  
36 El algoritmo consiste en pasos automatizados que permiten clasificar a cada hogar dentro de un grupo jerárquico de pobreza y vulnerabilidad, 

como se mencionará más adelante.   
37 Se identificaron inconsistencias en la información de la misma persona en diferentes fuentes de información y registros administrativos. 
38 Para el proceso de recolección de información socioeconómica de los potenciales beneficiarios de los programas sociales por el lado de la 
demanda, el DNP diseña la hoja de caracterización socioeconómica con la cual se aplican las encuestas que fortalecen la base de datos del Sisbén, 
y luego la información es recolectada a través de encuestas realizadas por los municipios, utilizando el software desarrollado por el DNP. Una vez 
la encuesta es aplicada, la información es enviada al DNP y la base de datos del Sisbén es generada. Finalmente, la información se publica en la 
página web oficial del Sisbén. En el año 2020, el Sisbén contaba con registros validados de más de 39,4 millones de personas, equivalente al 78 % 
de la población del país (Banco Mundial, 2021c). 
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inclusión social y productiva para la focalización de individuos, con información dinámica y de 
calidad que pudiera ser interoperable con otros registros administrativos de los programas 
sociales. Una de las características clave del Sisbén IV es que incluye geolocalización de todos los 
hogares, junto con información sobre su exposición en áreas con riesgo de desastres y daños a 
los bienes, debido a eventos de este tipo. La interoperabilidad e integración entre registros 
facilitaría la inclusión dinámica de hogares vulnerables. Este último aspecto es relevante para las 
operaciones de coordinación de la respuesta con la UNGRD y el SNGRD en el momento de los 
impactos. Este barrido también permitiría actualizar la información sobre los hogares de forma 
más fácil y rápida, promover una “búsqueda activa” de la población vulnerable en los municipios 
del país y actualizar la BMA39 periódicamente. De la misma manera, este proceso facilitaría la 
interoperabilidad y la integración con otros registros de información, la inclusión dinámica de 
viviendas vulnerables y la automatización de registros para facilitar el intercambio de 
información. 
 

Se espera que la consolidación del RSH40 apoyará una transición progresiva de la recolección de 
datos desde el lado de la oferta, hacia un sistema basado en las actualizaciones sistemáticas de 
la información socioeconómica (modelo por demanda). Para esto, los registros administrativos 
y la información reportada por los hogares y los individuos será crítica. El RSH migrará de barridos 
periódicos a procesos en los que los hogares puedan actualizar su información (autodeclarada) 
en los programas sociales en los cuales están registrados.41 La información declarada por los 
hogares será validada con los registros administrativos y las capacidades de interoperabilidad del 
RSH.42 Se espera entonces que los hogares podrán también tener acceso y consultar su 
información de manera virtual, para solicitar servicios y reportar quejas. 
 
El RSH propuesto parece estar en la dirección correcta para medir y atender las brechas de 
cobertura y medir el impacto de las intervenciones. El RSH también facilitará un mejor y más 
coordinado suministro de programas. Una vez la información sobre la oferta y la demanda de 
programas haya sido consolidada, se llevará a cabo una evaluación de los hogares y podrá hacerse 
una combinación óptima de la disponibilidad de programas para ayudarles a superar las 
condiciones de pobreza. Será esencial garantizar que los datos de la GRD estén integrados dentro 
del RSH y que la UNGRD, el DPS y demás agencias de protección social tengan protocolos de 
intercambio de información de forma que sea posible una respuesta más apropiada a los choques 

 
39 Debe añadirse que el RSH, a través de la BMA, es configurado como el instrumento que permite articular la información del Sisbén con otras 
bases de datos administrativas.  
40 Las distintas bases de datos que conforman el RSH son (i) Sisbén (DNP); (ii) Identificación ciudadana (Registraduría Nacional); (iii) Identificación 

de residentes legales (Migración Colombia); (iv) Base de datos de afiliados (BDUA) (Ministerio de Salud); (v) Sistema Integrado de Matrículas 
(Simat) (Ministerio de Educación); (vi) Sistema Nacional de Información de la Educación Superior (SNIES) (Ministerio de Educación); (vii) Saber 

11 (Instituto para la Evaluación de la Educación); (viii) Beneficiarios de créditos educativos (Instituto de Préstamos Educativos); (ix) Sistema de 

Información Cafetera (Sica) (Federación Nacional de Cafeteros); (x) Censo Indígena (Ministerio del Interior); (xi) Registro Único de Víctimas 
(RUV); (xii) Cinco programas de transferencias monetarias (2 CT condicionales y 3 incondicionadas) y cinco  programas de producción incluyente 

(DPS); (xiii) Información de créditos y financiera (Experian); (xiv) Información de crédito y financiera (TransUnion). 
41 Algunos expertos consideran que este mecanismo puede representar un riesgo para la protección social adaptativa: si la autodeclaración es 

obligatoria únicamente para aquellos que son beneficiarios, no solo el registro puede perder objetividad en aquellas variables que exigen verificación, 

también aquellos que no son beneficiarios y no tienen incentivos para declarar.  
42 De igual manera, otras fuentes de información socioeconómica sobre la población pobre y vulnerable serán comparadas para garantizar que no 
haya sesgo en cuanto a la inclusión o exclusión.   
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relacionados con eventos climáticos extremos. La incorporación de criterios de coordinación para 
una provisión integral de programas, la interoperabilidad de registros, la inclusión de protocolos 
en las agencias y el sistema que lidera la gestión de riesgos, junto con la posibilidad de tener 
información georreferenciada y estudios de evaluación de riesgos, son decisivos para desarrollar 
un SPSA y mejorar el impacto de las intervenciones de los programas sociales (Banco Mundial, 
2021c). 
 
Sistemas de alerta temprana 
 
Para consolidar el ASPS, es crucial identificar la existencia de un SAT funcional que informe los 
eventos de desastre o los choques climáticos a los cuales está expuesto el país. De acuerdo con 
la Guía para la implementación de sistemas de alerta temprana (UNGRD, 2016), el país, basado 
en acuerdos con las Naciones Unidas, se ha vinculado a redes internacionales para la prevención 
y alerta ante los diferentes fenómenos naturales. Otras iniciativas han sido desarrolladas a niveles 
subnacionales, como (i) el proyecto Siata43 en el Área Metropolitana del Valle de Aburrá; (ii) el 
Sistema de Alerta de Bogotá, administrado por el Instituto Distrital de Gestión de Riesgos y 
Cambio Climático (Idiger); (iii) la red hídrica del municipio de Mocoa dirigido por la alcaldía, con 
colaboración de la UNGRD.44  
 
El sector de la GRD cuenta con amplia capacidad de respuesta ante desastres y ha formado una 
sólida plataforma de información a nivel nacional (Banco Mundial, 2022). Sin embargo, existen 
limitaciones y retos para tener las alertas adecuadas a nivel municipal y comunitario. Por lo tanto, 
es importante mejorar la capacidad de recolección de información a nivel territorial que permita 
tener los datos relevantes para la preparación de la respuesta de los programas de protección 
social.  
 
Con la pandemia del COVID-19, las alertas se activaron. El Ministerio de Salud y Protección Social 
(MSPS), a través del Centro Nacional de Enlace (CNE), emitió los protocolos y alertas relacionadas 
con el control del contagio del virus. Las alertas sobre el impacto derivado de los efectos de la 
pandemia fueron desarrolladas de forma intersectorial, pero sin un sistema estructurado. Luego 
el documento Conpes 4023 (DNP, 2021) definió las políticas a corto, mediano y largo plazo para 
fortalecer y reactivar el sector empresarial, diversificar la producción y promover el desarrollo 
rural sostenible y la innovación agrícola, entre otros.  
 
La estructura de los SAT no está plenamente habilitada para monitorear las amenazas de 
desastre más relevantes o los impactos del cambio climático del país. La UNGRD realiza 
evaluaciones de riesgo y vulnerabilidad de diferentes eventos con el potencial de materializarse 
en desastres basados en información primaria y secundaria. Como se ha expresado 

 
43 Sistema de Alerta Temprana de Medellín y el Valle de Aburrá. 
44 El SAT contiene herramientas que suministran información efectiva a través de instituciones técnicas, científicas y comunitarias que le permiten 
a las personas y a la población expuesta a potenciales amenazas tomar decisiones para reducir el riesgo y preparase para una respuesta adecuada. 
Por lo tanto, la interoperabilidad con el RSH mejoraría la capacidad de respuesta de los programas de protección social para anticiparse a los 
desastres en las zonas de alto riesgo.   
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reiteradamente en este documento, es crítico implementar acciones para promover la 
interoperabilidad del registro social, el RUD45 y el SAT de las agencias de la GRD. Los avances en 
interoperabilidad a través de la georreferenciación de los hogares más vulnerables y las bases de 
datos de la UNGRD serán vitales, no solamente para el diseño de programas centrados en la 
ciudadanía, sino también para una focalización más eficiente de los recursos en los beneficiarios.  
 

Bloque 3: Financiamiento 
 
Los recursos para los programas del DPS crecieron sustancialmente en los años 2020 y 2021. El 
aumento del presupuesto se explica por la respuesta dada a la pandemia del COVID-19, que 
incluyó la introducción de dos programas nuevos (Ingreso Solidario y Compensación del IVA). 
También, en 2021 el DPS recibió recursos adicionales para el programa Colombia Mayor 
transferidos por el Ministerio del Trabajo. Únicamente las transferencias monetarias en los años 
2020 y 2021 representan más del 90 % del presupuesto asignado a la totalidad de los programas 
del DPS (tabla 5). Con respecto a la inclusión productiva, entre los años 2020 y 2021 los recursos 
del presupuesto que aumentaron más significativamente fueron aquellos asignados al programa 
FEST (20) y al programa de Infraestructura Social y Hábitat (201). El presupuesto del resto de los 
programas de inclusión productiva se redujo.  
 

Tabla 5. Presupuesto asignado a los programas de TM del DSP - millones de USD (corrientes) 

Fuente: elaboración propia de acuerdo con información suministrada por el DPS. 

 
Basado en los datos del DPS, la distribución regional del gasto social de los programas de TM se 
concentra en menos de diez departamentos. En 2021, la cobertura del programa Familias en 

 
45 Igualmente, en noviembre de 2022 la UNGRD creó el Registro Único Nacional de Damnificados (Runda) en el marco del RUD, con el propósito 
de incluir la información oficial de la población afectada por los eventos de desastre del fenómeno de La Niña 2021-2022. En este mismo sentido, 
los consejos territoriales de GRD se encuentran proporcionando información para consolidar este registro de afectados a nivel local y territorial.  
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Acción alcanzó un total de 2.244.348 hogares registrados. El presupuesto ejecutado del programa 
fue estimado en USD 410.8 millones. Cerca del 60 % de los recursos invertidos en el programa de 
TM fueron dirigidos hacia su implementación en diez de los treinta y dos departamentos: 
Antioquia (11,1 %), Córdoba (7,7 %), Bolívar (6,7 %), Cauca (5,6 %), Magdalena (5,5 %), Nariño 
(5,4 %), Valle del Cauca (4,5 %), Cesar (4,6 %), Atlántico (4,2 %) y Santander (4 %) (figura 22). El 
programa Jóvenes en Acción incluyó a 518.864 jóvenes en 2021 y distribuyó recursos por USD 
164.9 millones. El programa concentró sus operaciones y recursos especialmente en nueve 
departamentos: Antioquia (10,1 %), Norte Santander (9 %), Valle del Cauca (8,4 %), Bogotá 
(8,1 %), Sucre (7,1 %), Atlántico (6,4 %), Bolívar (4,4 %), Cesar (4,3 %) y Tolima (3,7 %).  
 

Figura 22. Distribución de TM por programa social 

   
Fuente: elaboración propia con base en información suministrada por el DPS. 

 
En el año 2021, el programa Ingreso Solidario incluyó 3.036.844 hogares y asignó recursos por 
USD 1.730 millones. Los departamentos que concentraron la mayor cantidad de hogares fueron 
Antioquia (10 %), Bogotá (9,3 %), Valle del Cauca (8,8 %), Norte de Santander (6,2 %), 
Cundinamarca (6,1 %), Atlántico (5,9 %), Sucre (5 %), Córdoba (4 %) y Bolívar (3,9 %) (figura 23). 
El programa Compensación del IVA logró atender a cerca de 2 millones de hogares, en 2021, 
asignando USD 212.1 millones. Los principales departamentos que requirieron cerca del 60 % de 
los recursos fueron Antioquia (9,3 %), Córdoba (8,4 %), Bolívar (7,8 %), Nariño (6,7 %), Cauca 
(5,3 %), Norte de Santander (5 %), Magdalena (5 %), Valle del Cauca (4,8 %), Atlántico (4,2 %) y 
Santander (4,1 %). Finalmente, el programa Colombia Mayor cubrió a 1.714.995 adultos mayores 
en el año 2021, aportando recursos por USD 603.2 millones. Estos beneficios fueron distribuidos 
principalmente en los departamentos de Antioquia (10,2 %), Valle del Cauca (8,4 %), Nariño 
(5,8 %), Bolívar (5,6 %), Córdoba (5,4 %), Cundinamarca (5,3 %), Cauca (5 %), Tolima (4,9 %), Sucre 
(4,9 %) y Boyacá (4,6 %). 
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Figura 23. Distribución regional de TM por programa social 

 
 
 

 
 

Fuente: elaboración propia con base en información suministrada por el DPS. 

 
La tabla 6 muestra los departamentos que en el año 2021 concentraron la mayor cantidad de 
recursos en TM de los principales programas del DPS, junto con los departamentos que se vieron 
más afectados por las simulaciones de los impactos distributivos de los impactos climáticos. Con 
la excepción del departamento de Bolívar, los departamentos con mayor cantidad de TM 
asignadas no coinciden con los departamentos más afectados y con los niveles de pobreza más 
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altos, con los nuevos pobres y aquellos empobrecidos como resultado de los choques climáticos 
simulados.  
 

Tabla 6. Departamentos que concentran la mayor parte de TM y los más afectados por los 
impactos climáticos 

 
Fuente: elaboración propia.  

 
Respecto a los recursos públicos de inversión en materia de GRD, entre 2011 y 2019 se 
orientaron a intervenciones de carácter correctivo para reducir el riesgo existente en el nivel 
territorial y a la fase de manejo de desastre a nivel nacional. En efecto, las inversiones en el nivel 
territorial reportadas por el Sistema General de Regalías (SGR) se orientaron en un 82,8 % a la 
reducción del riesgo. Entre tanto, los recursos de inversión desde el nivel nacional se 
concentraron en un 91 % en el componente de manejo de desastres y en la etapa de 
reconstrucción para apoyar principalmente a los sectores de transporte, salud, actividad 
agropecuaria, inclusión social y vivienda (DNP, s. f.).  

Una clara financiación dirigida a las áreas geográficas que enfrentan impactos es esencial para 
mejorar la adaptabilidad del SPS. Los programas de protección social son financiados con 
recursos públicos generados por ingresos fiscales y generalmente no se financian con fondos 
externos o adicionales dedicados a estos propósitos. La respuesta al COVID-19 exigía la expansión 
de fuentes de financiamiento. Mientras la expansión vertical y horizontal de Familias en Acción y 
Jóvenes en Acción requería de coordinación entre el DPS y Fome, Colombia Mayor utilizó recursos 
del Fondo de Pensiones de Solidaridad administrado por el Ministerio del Trabajo y el programa 
Ingreso Solidario fue financiado por el Fome. 

Durante la última década, el Banco Mundial apoyó al GdC en el diseño de una estrategia política 
de gestión financiera pública en caso de desastres. El Banco Mundial y el MHCP identificaron tres 
importantes objetivos de políticas para mejorar la gestión de las obligaciones contingentes del 
Gobierno y apoyar la estabilidad macroeconómica, la armonía y el balance fiscal. Estos objetivos 
se enfocan en: (i) la identificación y entendimiento de los riesgos fiscales causados por los 
desastres presentados; (ii) la gestión financiera del riesgo de desastres, que implica la 

Tasas de pobreza 

en los 

departamentos más 

afectados / 

Simulado

Nuevos departamentos 

pobres por el choque

Departamentos empobrecidos por el 

choque

1 Antioquia Chocó Atlántico Chocó

2 Córdoba La Guajira Bolívar La Guajira

3 Valle del Cauca Cauca Magdalena Magdalena

4 Norte de Santander Cesar Cesar Bolívar

5 Atlántico Magdalena Sucre Cauca

6 Bolívar Sucre Cauca Cesar

Departamento con mayor 

concentración de TM en los 

principales programas del DPS 

(2021)

Simulaciones de los impactos distributivos de los choques climáticos
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construcción e implementación de innovaciones financieras, y (iii) los seguros contra el riesgo de 
desastres para los activos y el patrimonio público (Banco Mundial, 2014). 
 
También, gracias al trabajo realizado por el MHCP dentro del marco del Programa de Financiación 
y Aseguramiento de Riesgos de Desastre financiado por la Embajada de Suiza en Colombia (SECO) 
y apoyado técnicamente por el Banco Mundial, se ha implementado un conjunto de estrategias 
para la protección financiera en la GRD en diferentes departamentos del país46 y en áreas 
metropolitanas (AM) (MHCP, s. f.). Estas estrategias abordan y desarrollan los tres objetivos de 
política arriba mencionados. Por lo tanto, Colombia cuenta con una política de financiamiento del 
riesgo de desastres, con algunos compromisos actuales legislativos y financieros, pero que no 
mencionan explícitamente un SPSA. 
 
Las estrategias de protección financiera que han sido desarrolladas a nivel territorial proveen 
valiosas contribuciones para cubrir los riesgos de desastre a través de nuevos instrumentos 
financieros y de protección de los activos públicos como deudas, seguros y bonos de catástrofe, 
entre otros. Sin embargo, y a diferencia de la asistencia social, el presupuesto para la gestión de 
riesgo de desastres sigue siendo inflexible y, en una menor proporción, se financia con apoyo 
externo.  
 

Bloque 4: Arreglos y coordinación institucionales 
 
Arreglos institucionales 
 
Al construir el enfoque de la PSA, el rol de las agencias responsables de los programas de la PS 
y la GRD ha sido trascendental. Ellas no solo han contribuido a garantizar un enfoque dirigido a 
priorizar a la población pobre y vulnerable, también han sido cruciales en la expansión de 
beneficios vertical y horizontal, para llegar a estos grupos.    
 
El papel del DNP ha sido vital en el diseño del Sisbén, la BMA y los peldaños importantes del 
RSH como el principal instrumento para focalizar los beneficios. De forma similar, su papel ha 
sido decisivo en la definición de la política de PS, el monitoreo y la evaluación de los programas. 
También contribuye a la coordinación de los actores institucionales clave y al diseño básico de 
programas, debido a su papel central como secretario técnico de la Mesa de Equidad47, que dirige 
junto con el DPS. 
 
El DPS es la entidad responsable de la implementación y la coordinación de los programas 
emblemáticos de asistencia social. También es responsable de la convocatoria, registro e 
inscripción, así como de la entrega del efectivo y los beneficios de la inclusión económica. El DPS 

 
46 Huila, Putumayo, Cundinamarca, San Andrés y Providencia, el Valle de Aburrá y su AM. 
47 Esta instancia fue creada a partir de la Ley 1955 de 2019 (art. 211), por medio de la cual el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 es promulgado 

como un espacio estratégico y de alto nivel presidido por el presidente de la República para definir los lineamientos y directivas en los sectores e 

instituciones del GdC para implementar acciones y recursos basados en las prioridades territoriales y las poblaciones, con el fin de reducir la pobreza 
y la pobreza extrema. La Secretaría Técnica de la mesa es compartida con el DNP. 
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coordina a los proveedores de servicios financieros, así como a los operadores que implementan 
los programas. Adicionalmente, el DPS se encarga de articular con otras instituciones públicas el 
adecuado funcionamiento de las intervenciones para la reducción de la pobreza y copreside la 
Mesa de Equidad. Durante más de dos décadas, el DPS ha introducido progresivamente 
innovaciones en el diseño y la implementación de pagos. El piloto existente que introduce la 
escogencia y explora los depósitos directos realizados por el Gobierno a las cuentas bancarias del 
beneficiario es una innovación a nivel regional. 
 
El MHCP es crítico, no solo por ser quien aprueba el presupuesto de inversión y maneja el 
presupuesto de funcionamiento, también porque, a través del Fome, ha introducido una mayor 
agilidad a la provisión de recursos para los programas de emergencia. Por otro lado, el MHCP 
dirige el SIIF, que fue trascendental para la implementación del programa Ingreso Solidario y 
contribuyó a reducir los costos de transacción de las transferencias. La coordinación 
interinstitucional entre el MHCP, el DNP y el sector de inclusión social ha sido esencial para la 
respuesta rápida en tiempos de crisis y para introducir ciertas flexibilidades en tiempos de 
choques.  
 
La UNGRD es clave para las intervenciones potenciales que realizará el DPS con el resto del 
sector de inclusión social. A través de sus direcciones con conocimiento del riesgo, la reducción 
y gestión de desastres, la UNGRD puede contribuir a mejorar las respuestas conjuntas en caso de 
desastres y potenciales amenazas en zonas de alto riesgo. Igualmente, la UNGRD es importante 
para el diseño y formulación de los programas de PS que incluyen componentes de gestión de 
riesgo y los criterios para la adaptación al cambio climático. 
 
Finalmente, aunque cada una de las entidades descritas cumplen un rol central conforme a sus 
competencias y responsabilidades misionales, aún no han realizado una completa transición que 
implique un cambio institucional y un ajuste de sus estrategias programáticas y de política en 
función de la PSA. Por tanto, los programas e intervenciones de las entidades analizadas no 
cuentan con un énfasis o enfoque adaptativo y, por ende, los roles que desempeñan también son 
débiles en esta materia.    
 
Marco legal  
 
A la fecha, no hay ninguna estructura legal que soporte un SPSA, ni regulaciones ni mecanismos 
de coordinación para crear sinergias entre la GRD y los sectores de PS. Sin embargo, se han 
logrado algunos progresos. Con relación a los avances en la gestión del riesgo, la expedición de la 
Ley 1523 de 2012 creó el SNGRD para establecer mecanismos de gestión del riesgo orientados a 
salvaguardar a la población y fortalecer la seguridad, el bienestar y el desarrollo sostenible. 
Asimismo, la tarea del sistema es fomentar el conocimiento del riesgo,48 implementar acciones 

 
48 Se trata del "proceso de gestión del riesgo conformado por la identificación de escenarios de riesgo, el análisis y evaluación del riesgo, el monitoreo 

y seguimiento del riesgo y sus componentes, y la comunicación para promover una mayor conciencia de este y contribuir en los procesos de 
reducción de riesgos” y la gestión de desastres (Ley 1523 de 2012). 
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para su reducción y dirigir y gestionar los desastres. Se creó una estructura organizacional para 
operar el SNGRD, se establecieron instrumentos de planeación49 y se promovieron sistemas de 
información y mecanismos de financiación donde las entidades de gobierno nacional, 
departamental y municipal tienen un rol importante. Estas entidades territoriales han 
conformado los consejos departamentales y municipales para la gestión del riesgo y los comités 
para el conocimiento y reducción del riesgo y la gestión de desastres. Las entidades territoriales 
también son responsables de formular y ejecutar los planes departamentales, distritales y 
municipales de gestión del riesgo y las estrategias de respuesta.   

De la misma forma, la Ley sobre Cambio Climático (Ley 1931 de 2018) estableció los principales 
lineamientos para la gestión del cambio climático a nivel público y privado, que incluyen las 
bases para la adaptación al cambio climático y la mitigación de las emisiones de GEI, buscan la 
reducción del riesgo climático para la población y ecosistemas del país y promueven una 
economía baja en carbono. La ley también ordenó la creación del Sistema Nacional de Cambio 
Climático (Sisclima), coordinado por la Comisión Intersectorial de Cambio Climático (CICC)50. 

El sistema también ha promovido la estructuración de instrumentos de planeación a nivel 
sectorial y subnacional. A nivel sectorial, se espera que los planes integrales de gestión del 
cambio climático sectoriales (PIGCCS) desarrollen un importante papel en la adaptación y 
mitigación del cambio climático. Además, a nivel subnacional (departamental, distrital y 
municipal), Sisclima impulsa el desarrollo de planes integrales de gestión del cambio climático 
territoriales (PIGCCT). El objetivo de estos instrumentos es definir los lineamientos estratégicos 
para que los sectores y los diferentes niveles del gobierno establezcan medidas de mitigación de 
los GEI y acciones para adaptación al cambio climático.   

El Banco Mundial apoya la construcción de los diagnósticos del PIGCC en el sector de inclusión 
social. Un diagnóstico inicial reveló las oportunidades que los diferentes programas de protección 
social, especialmente las TM, ofrecen para integrar el criterio de gestión del cambio climático, por 
ejemplo, mediante expansiones verticales y horizontales en caso de enfrentar diversos choques. 
De la misma manera, el diagnóstico ha detectado las ventajas y las fortalezas de una efectiva 
coordinación y el trabajo conjunto entre el sector de protección social y las agencias encargadas 
de la GRD para que puedan brindar atención a los hogares más pobres y vulnerables (DPS, Banco 
Mundial y Hill, 2021). 
 

 
49 Se definieron tres tipos de instrumentos: el Plan Nacional para la GRD, la Estrategia Nacional para Respuesta a Emergencias y los planes 
departamentales, distritales y municipales para gestión del riesgo y estrategias de respuesta. 
50 Compuesto por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio (MVCT), el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (MCIT), la UNGRD y el 
Fondo de Adaptación. 
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3.5.  Resumen de los resultados de la Herramienta Test de Estrés para la Protección 
Social 

 
Según los resultados de la aplicación de la STT, se puede concluir que las capacidades 
adaptativas del sistema de protección social en Colombia se encuentran en un nivel emergente 
(anexo H). Esto coloca al país por debajo de países como Argentina y en la misma categoría que 
Perú.  

 

Tabla 7. Colombia – Resultados de la aplicación de la herramienta Test de Estrés (STT) – 
Escalabilidad y adaptabilidad de la protección social 

Bloque  
Sub-

componente 

Número 
de 

preguntas 

Puntaje 
del 

bloque  

Puntuación 

Latente 
(1) 

Naciente 
(2) 

Emergente 
(3) 

Establecido 
(4) 

Avanzado 
(5) 

1. Programas y 
sistemas de 

implementación 

Programas  4 

3,5 

  3,0   

Sistemas de 
implementación 

7   3,5   

Sistemas de 
pagos 

3    4,0  

2. Datos e 
información 

Sistema de 
alertas 

tempranas 
4 

3,0 

 2,0    

Registros 
sociales 

10    4,0  

3. 
Financiamiento 

 4 3,0   3,0   

4. Arreglos y 
coordinación 

institucionales 

Liderazgo 
gubernamental 

3 

3,0 

 2,5    

Acuerdos 
institucionales 

2   3,5   

Preguntas totales  37   

Puntaje promedio   (3,5 + 3,0 + 3,0 + 3,0) / 4 = 
3,1 

Nivel equivalente   Emergente 

 Fuente: elaboración propia con base en el Banco Mundial (2021a). 
 

4. Opciones de política 
 
El análisis pone a consideración dos mensajes principales: (i) Los choques covariantes de distinta 
naturaleza aumentan la pobreza y desigualdad y afectan a los pobres y regiones más pobres de 
manera más desproporcionada; con el aumento de la frecuencia de dichos choques, los impactos 
acumulativos de estos choques y los efectos a largo plazo sobre el capital humano pueden afectar, 
significativamente, la senda de desarrollo de Colombia; (ii) Aunque ha habido progreso en el 
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fortalecimiento de los sistemas de protección de Colombia, hay espacio para hacerlos más 
adaptativos y así poder proteger a los pobres y vulnerables.  
 
Algunas de las políticas opcionales para construir un SPSA robusto en Colombia son:  
 

 
Tabla 8. Políticas opcionales para lograr un SPS más adaptativo   

Área  Ejemplos de opciones de política 

Repensar el diseño y los mecanismos 
de implementación de los programas 
para lograr una respuesta 
sistemática en eventos de choques.   
 

• Los programas regulares pueden ser diseñados con una 
ventana temporal que permita que se expandan en caso de 
choque.  

• Establecer un programa de emergencias con su manual de 
operaciones y la provisión de servicios que aumenten a 
medida que el choque se desarrolla.  

Garantizar el acceso disponible a 
financiación para responder a los 
eventos.  

• Identificar fuentes de financiamiento alternas o constituir un 
fondo de recursos que permita al DPS y a la UNGRD dar 
respuesta inmediata en caso de emergencias, combinando 
las expansiones verticales y horizontales de los programas 
regulares y la gestión de desastres.  

Dirigir los recursos de las TM y los 
programas de inclusión económica a 
las regiones donde se concentran los 
hogares más pobres y vulnerables a 
los riesgos de desastre. 

• Los programas de PS deben dirigir sus esfuerzos y recursos a 
las áreas donde: la población es más pobre, más vulnerable, 
y se encuentra expuesta a riesgos de desastre, según la 
integración de la información socioeconómica recolectada y 
la ubicación de las áreas con las amenazas más significativas 
y vulnerabilidad en caso de eventos del cambio climático.   

Fortalecer las dimensiones de 
inclusión productiva y económica en 
el SPS para proteger los medios de 
vida. 

• Implementar programas de inclusión económica sostenible 
que contengan innovaciones tecnológicas e iniciativas para 
recuperar las prácticas ancestrales que mejoren la 
adaptación y resiliencia.   

• Invertir en cadenas de valor de agricultura climáticamente 
inteligente que combinen la inclusión con la adaptación y 
mitigación del cambio climático. 

Integrar la protección social y la 
GRD.   

• Las iniciativas del DPS como ReSA, Iraca, Emprendimiento 
Colectivo o Mi Negocio tienen un componente productivo 
que puede ser adaptado a la gestión y adaptación preventiva 
al cambio climático. 

Implementar plenamente el Registro 
Social de Hogares (RSH) 

• Construir la interoperabilidad de datos entre el DNP y la 
UNGRD y establecer protocolos de respuesta a desastres. 
Igualmente, la plena implementación del RSH debe 
fortalecer su cobertura en las áreas afectadas por desastres 
climáticos.   

Fortalecer los sistemas de alerta 
temprana al desarrollar las 
capacidades de las comunidades.  

• Avanzar en el diseño de un SAT multiriesgo que permita 
enfrentar las distintas amenazas y eventos de riesgo que 
afectan al país y a sus territorios.  

• Vincular el SAT con las plataformas de información del SPS.  

• Dado que el SAT es liderado por la UNGRD, es importante 
que la información que proporcione y aquella que sea 
interoperable puedan ser usadas por el DNP y el DPS para la 
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toma de decisiones y la orientación de las acciones de los 
programas regulares, en sus ventanas temporales y para la 
implementación de los programas de emergencia. 

• Aumentar las capacidades técnicas de los municipios y las 
comunidades para fortalecer la información generada por el 
SAT, mejorar los usos de esta información y orientarlas hacia 
las necesidades de los municipios y comunidades para 
gestionar el riesgo de los hogares pobres y vulnerables.   

• La información suministrada por el SAT a nivel municipal y 
departamental puede servir como un dispositivo para 
expandir los recursos y financiamientos dirigidos a los más 
vulnerables.   

Diseñar SAT multiriesgo para las 
personas y comunidades con el fin 
de mejorar su capacidad de actuar 
tempranamente y proteger sus 
vidas, bienes y lesiones causadas por 
los desastres. 

• Es necesario conectar el SAT y las plataformas de 
información del SPS y aumentar las capacidades técnicas de 
los municipios y comunidades para fortalecer la información 
generada por el SAT. 

• También es crucial mejorar los usos de la información de los 
SAT y orientarlos hacia las necesidades de los municipios y 
comunidades para gestionar el riesgo de los hogares pobres 
y vulnerables.   

Fortalecer la coordinación entre el 
DPS, la UNGRD, el DNP y el MHCP. 

• Desarrollar protocolos para responder rápidamente en caso 
de un evento de choque entre las instituciones que están en 
el centro de la respuesta. Establecer un grupo de trabajo 
entre estas instituciones para definir estrategias de inversión 
conjuntas para atender a los hogares vulnerables.  

• Definir una política y un marco legal sólido desde el nivel 
nacional con incidencia territorial en materia de PSA, para 
definir y fortalecer las acciones requeridas y los roles de las 
entidades y actores participantes. 

• Fortalecer el papel de las entidades en PSA en el contexto del 
funcionamiento del SNGRD y el rol que desempeñen estas en 
otros sistemas dedicados a atender, de manera coordinada, 
choques económicos, sociales y ambientales. 

Fuente: elaboración propia. 

 
 Finalmente, el anexo I propone una hoja de ruta con recomendaciones que permitirán al país 
avanzar hacia una mejor adaptabilidad de sus SPS, desde el nivel de calificación “emergente” 
hasta “establecido” o “avanzado”. 
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Anexos 
Anexo A. Periodo de retorno futuro bajo diferentes SSP para Colombia 

 
Figura 24. Periodo de retorno futuro para el SSP 4.5 

Panel A: 2010-2039 Panel B: 2035-2064 

  
Fuente: World Climate Research Programme (2020). El mayor evento de precipitación en un día por cinco años de 

eventos en el percentil 50 del modelo multimodal.   

 
Figura 25. Periodo de retorno futuro para el SSP 8.5 

Panel A: Colombia Panel B: ALC 

  
Fuente: World Climate Research Programme (2020). El mayor evento de precipitación en un día por cinco años de 

eventos en el percentil 50 del modelo multimodal.   
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Anexo B. Línea de tiempo y evolución del SPS 
 

Figura 26. Evolución del SPS en Colombia – Línea de tiempo y hechos relevantes  
 

 
Fuente: elaboración propia. 
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Anexo C. Metodología Test de Estrés 
 
 
 

Figura 27. Metodología paso por paso 

Fuente: elaboración propia de los autores. 

1. ¿Quién se ve
afectado?

•Basado en la encuesta de ingreso de los hogares (GEIH) 2019.

•Utilizamos los datos administrativos de la cantidad de personas y viviendas
afectadas (RUD) por la ola invernal en 2010-2011.

•Datos agregados a nivel departamental-urbano y departamental-rural (para
coincidir con la representatividad de la encuesta de hogares).

•Para asignar el total de afectados en la encuesta de hogares, utilizamos un
índice (SSHC) que incluye dimensiones del estrato socioeconómico y la
condición de la vivienda.

• Para la asignación de pérdidas en la renta imputada, seleccionamos hogares
que han experimentado la pérdida de su vivienda seleccionados por el
índice SSHC y luego restamos el costo estimado por vivienda de CEPAL y BID
(2012). .

• Se asume que todos los miembros del hogar se han visto afectados.

2. ¿Qué tanto?

Utilizamos la literatura existente sobre el choque causado por la ola
Invernal para evaluar los impactos sobre:

• Empleo

• Ingreso laboral

•Vivienda (renta imputada)

• Precios (que afectan las líneas de pobreza)

•Conducción de chequeos de solidez: 16 escenarios para verificar qué tan
sensibles son los resultados a los hallazgos de impacto en la literatura; en
algunos escenarios, diferente informacion incluida en impactos para áreas
urbanas y rurales.
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Tabla 10. Escenarios simulados utilizando la literatura 

Escenarios  

Identificación de los afectados Efecto en el trabajo Efecto en ingresos laborales 

Renta 
imputada 

usando 
datos CEPAL 
y BID (2012) 

Inflación: 
Línea de 
pobreza 
usando 

estimados de 
CEPAL y BID 

(2012)  

Aleatorio 

Organizado por 
componente 
principal de 
ingreso y HH 

Urbano Rural Urbano Rural 

 

Utilizando el 
estimado de 
CEPAL y BID 
(2012)  

Martínez 
(2017) por 
género y 

ocupación 

Cero ingresos 
de quienes 
perdieron su 
trabajo 

Cero ingresos 
para quienes 
perdieron su 
trabajo MÁS 
reducción de 
ingresos, 
utilizando 
estimados de 
CEPAL y BID 
(2012)  

Cero ingresos 
de quienes 
perdieron su 
trabajo 

Cero ingresos 
para quienes 
perdieron su 
trabajo MÁS 
reducción de 
ingresos, 
utilizando 
estimados de 
CEPAL y BID 
(2012) 

Cero ingresos 
para quienes 
perdieron su 
trabajo MÁS 
reducción de 
ingresos, 
utilizando 
estimados de 
Rodríguez 
(2015) 
Reducción de 
ingresos 
usando 
estimados 
CEPAL y BID 
(2012)  

Detalles   

PCA de estado 
socioeconómico 

del hogar y 
características de 

la vivienda 

Tasa de 
ocupación Δ 

urbano 

Tasa de 
ocupación Δ 

rural 

Tasa de 
ocupación Δ, por 

género y 
ocupación 

(asalariado o 
trabajador de 

finca) 

  

Cambio de 0,12 
pp en PIB 
aplicado a 

ingreso laboral 

  

Cambio de 0,12 
pp en PIB 
aplicado a 

ingreso laboral 

Reducción del 
9,1 en ingresos 
laborales de la 

vivienda 

Número de 
viviendas 

afectadas por 
departamento 

y costo de 
reparación  

Aumento de 0,1 
en la inflación 

general 

1 ✓    ✓  ✓    ✓    ✓      ✓    
2 ✓    ✓  ✓          ✓    ✓    
3 ✓    ✓  ✓              ✓    
4 ✓    ✓    ✓    ✓      ✓  ✓    
5   ✓  ✓  ✓    ✓    ✓      ✓    
6   ✓  ✓  ✓          ✓    ✓    
7   ✓  ✓  ✓              ✓    
8   ✓  ✓    ✓    ✓      ✓  ✓    
9 ✓    ✓  ✓    ✓    ✓      ✓  ✓  

10 ✓    ✓  ✓          ✓    ✓  ✓  

11 ✓    ✓  ✓              ✓  ✓  

12 ✓    ✓    ✓    ✓      ✓  ✓  ✓  

13   ✓  ✓  ✓    ✓    ✓      ✓  ✓  

14   ✓  ✓  ✓          ✓    ✓  ✓  

15   ✓  ✓  ✓              ✓  ✓  

16   ✓  ✓    ✓    ✓      ✓  ✓  ✓  

Fuente: estimados de los autores  
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Tabla 11. Resultados de los escenarios simulados  

Escenario  
Pobreza (%) Pobreza extrema (%) Gini     

Total  Urbano  Rural  Total  Urbano  Rural  Total  Urbano  Rural  

Base (2019)  35,7  32,30  47,49  9,59  6,78  19,26  0,52558  0,5050  0,45556  

1  35,9  32,39  47,96  10,01  6,99  20,40  0,52720  0,5059  0,46183  

2  35,9  32,39  47,97  10,01  6,99  20,40  0,52721  0,5059  0,46600  

3  36,0  32,39  48,55  10,32  6,99  21,77  0,52781  0,5059  0,46600  

4  36,0  32,39  48,52  10,29  6,99  21,63  0,52765  0,5059  0,46467  

5  36,0  32,53  48,06  10,16  7,14  20,55  0,52796  0,5066  0,46291  

6  36,0  32,53  48,07  10,16  7,14  20,55  0,52798  0,5067  0,46296  

7  36,2  32,53  49,05  10,39  7,14  21,58  0,52884  0,5067  0,46718  

8  36,2  32,53  49,04  10,37  7,14  21,48  0,52870  0,5067  0,46612  

9  36,2  32,65  48,30  10,13  7,07  20,67  0,52720  0,5059  0,46183  

10  36,2  32,65  48,30  10,14  7,07  20,68  0,52721  0,5059  0,46188  

11  36,3  32,65  48,87  10,44  7,07  22,04  0,52781  0,5059  0,46600  

12  36,3  32,65  48,84  10,41  7,07  21,91  0,52765  0,5059  0,46467  

13  36,3  32,79  48,40  10,28  7,22  20,84  0,52796  0,5066  0,46291  

14  36,3  32,79  48,43  10,28  7,22  20,84  0,52798  0,5067  0,46296  

15  36,5  32,79  49,28  10,50  7,22  21,80  0,52884  0,5067  0,46718  

16  36,5  32,79  49,28  10,5  7,22  21,70  0,52870  0,5067  0,46612  

Fuente: estimados de los autores. 
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Tabla 12. Resultados de los escenarios simulados - Brecha de pobreza   

Escenario  
Brecha de pobreza (%) Brecha de pobreza extrema (%) 

Total  Urbano  Rural  Total  Urbano  Rural  

Base (2019)  13,9  12,07  20,31  3,50  6,78  7,01  

1  14,2  12,23  21,14  3,86  6,99  7,93  

2  14,2  12,23  21,15  3,86  6,99  7,94  

3  14,4  12,23  21,72  3,98  6,99  8,46  

4  14,3  12,23  21,55  3,93  6,99  8,23  

5  14,4  12,34  21,30  3,89  7,14  8,04  

6  14,4  12,35  21,30  3,89  7,14  8,05  

7  14,5  12,35  21,92  3,98  7,14  8,44  

8  14,5  12,35  21,79  3,94  7,14  8,24  

9  14,4  12,34  21,29  3,90  7,07  8,00  

10  14,4  12,34  21,29  3,90  7,07  8,01  

11  14,5  12,34  21,87  4,02  7,07  8,54  

12  14,4  12,34  21,69  3,96  7,07  8,30  

13  14,5  12,45  21,44  3,93  7,22  8,11  

14  14,5  12,46  21,45  3,93  7,22  8,12  

15  14,6  12,46  22,07  4,02  7,22  8,52  

16  14,6  12,46  21,94  4,0  7,22  8,31  

Fuente: estimados de los autores. 
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Tabla 13. Resultados de los escenario simulados por departamentos  
            Cambios (puntos porcentuales) 

  Línea de base Sc-4 (%) Sc-8 (%) Sc-12 (%) Sc-16 (%) Sc-4 Sc-8  Sc-12  Sc-16  

Magdalena  53,5 56,3 56,4 56,3 56,4 2,81 2,89  2,81  2,89  
Bolívar  46,0 47,7 47,9 47,7 47,9 1,77 1,94  1,77  1,94  
Sucre  50,3 51,2 52,1 51,2 52,1 0,88 1,80  0,88  1,80  
Atlántico  27,3 28,3 29,0 28,3 29,0 1,00 1,70  1,00  1,70  
Cesar  51,7 52,3 53,0 52,3 53,0 0,60 1,35  0,60  1,35  
Nariño  51,0 51,6 52,2 51,6 52,2 0,56 1,20  0,56  1,20  
Chocó  68,4 68,9 69,5 68,9 69,5 0,54 1,18  0,54  1,18  
Santander  31,1 31,6 32,1 31,6 32,1 0,56 1,04  0,56  1,04  
Tolima  39,3 39,7 40,4 39,7 40,4 0,38 1,03  0,38  1,03  
Cauca  59,6 60,2 60,4 60,2 60,4 0,60 0,88  0,60  0,88  
Córdoba  54,2 54,7 55,1 54,7 55,1 0,42 0,82  0,42  0,82  
Caldas  28,7 28,9 29,3 28,9 29,3 0,29 0,68  0,29  0,68  
Quindío  33,0 33,3 33,6 33,3 33,6 0,29 0,61  0,29  0,61  
La Guajira  61,8 61,9 62,3 61,9 62,3 0,14 0,53  0,14  0,53  
Valle del Cauca  24,0 24,3 24,5 24,3 24,5 0,34 0,49  0,34  0,49  
Risaralda  28,7 29,0 29,2 29,0 29,2 0,24 0,49  0,24  0,49  
Boyacá  35,7 36,0 36,2 36,0 36,2 0,31 0,47  0,31  0,47  
N de Santander  51,9 52,2 52,3 52,2 52,3 0,35 0,44  0,35  0,44  
Caquetá  48,8 49,1 49,2 49,1 49,2 0,33 0,44  0,33  0,44  
Bogotá  27,1 27,6 27,6 27,6 27,6 0,43 0,43  0,43  0,43  
Meta  32,7 33,0 33,0 33,0 33,0 0,28 0,31  0,28  0,31  
Cundinamarca  20,5 20,7 20,7 20,7 20,7 0,20 0,29  0,20  0,29  
Antioquia  29,8 30,0 30,1 30,0 30,1 0,24 0,27  0,24  0,27  
Huila  51,2 51,4 51,4 51,4 51,4 0,19 0,19  0,19  0,19  

Fuente: estimados de los autores. 
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Anexo D. Resultados de los departamentos más afectados 
 
  

Figura 28. Población afectada por departamentos - Rural vs. urbana

 
Fuente: RUD y DANE – Censo 2005. 

 
 

Nota: población afectada por la ola invernal reportada en el RUD y las proyecciones de población para los años 2010-
2011 según el Censo de Población y Viviendas del año 2005. La población afectada sufrió dificultades directas, ya 
fueran materiales (pérdidas materiales o la muerte de un miembro del hogar) o indirectas (falta de suministro de 
servicios públicos, dificultades en el comercio o en el trabajo, o aislamiento), debido al choque.  
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Figura 29. Ingreso per cápita del hogar – Distribución de densidad Kernel  

Panel A: Magdalena Panel B: Bolívar  Panel C: Cesar 

  
 

Panel E: Cauca Panel D: La Guajira Panel F: Chocó 

   
Panel G: Atlántico Panel H: Sucre  

  

 

Fuente: estimados propios basados en DANE-GEIH (2019). 
Nota: los departamentos más afectados son definidos como aquellos con los cambios más altos en puntos 
porcentuales entre la simulación, el total de la línea de base y la tasa de pobreza extrema. Esos departamentos son 
Magdalena, Atlántico, Bolívar, Sucre, Cesar, Guajira, Chocó y Cauca. 
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Figura 30. Perfil de población pobre 

 
Panel A: Nuevos pobres  Panel B: Empobrecidos 

  
Fuente: estimados propios basados en DANE-GEIH (2019), resultados para el escenario 16. 

 
La población indígena está sobrerepresentada entre los pobres afectados por el choque, así 
como NARP en los departamentos más afectados.   
 
 

Figura 31. Composición étnica y estado de pobreza 
Panel A: Población total Panel B: Población más afectada 

  
Fuente: estimados propios basados en DANE-GEIH (2019), resultados para el escenario 16. 
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Anexo E. Impacto del COVID-19 en la pobreza por grupos poblacionales 
 

Figura 32. Efecto de la pandemia en la pobreza total por grupos de población  
Panel A: Área geográfica  Panel B: Liderazgo de cabeza de familia  

    
Panel C: Nivel educativo  Panel D: Rango de edad  

    
Panel E: Grupo étnico  Panel F: Inmigrantes y víctimas de 

desplazamiento forzado 
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Fuente: estimados propios basados en DANE-GEIH (2019-2020). 

 
 
 

Figura 33. Ingreso per cápita del hogar 

 
Fuente: cálculos propios basados en DANE-GEIH (2019). 
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Tabla 14. Efecto de las medidas de mitigación – transferencias sociales – por grupos de 
población 

  Pobreza total ()   Pobreza extrema () 

  2019 2020   2019 2020 

  

Sin 
transferencias 
institucionales 

Con 
transferencias 
institucionales 
(ordinarias + 
emergencia) 

Sin 
transferencias 
institucionales 

Con 
transferencias 
institucionales 
(ordinarias + 
emergencia)   

Sin 
transferencias 
institucionales 

Con 
transferencias 
institucionales 
(ordinarias + 
emergencia) 

Sin 
transferencias 
institucionales 

Con 
transferencias 
institucionales 
(ordinarias + 
emergencia) 

Área                   
Urbana 39,0 38,2 50,1 46,7   12,3 11,1 23,0 17,8 
Rural 35,3 34,4 43,8 40,1   9,9 8,8 17,9 13,5 
HH Género                   
HH Mujer 39,0 38,2 50,1 46,7   12,3 11,1 23,0 17,8 
HH Hombre 35,3 34,4 43,8 40,1   9,9 8,8 17,9 13,5 
Etnicidad                   
NARP 45,3 44,1 49,1 44,3   17,0 15,3 21,0 14,7 
Indígena 63,0 61,3 64,7 59,2   34,8 32,3 40,0 31,1 
Sin etnicidad 34,8 33,9 40,3 36,8   9,2 8,2 14,1 10,1 
Nivel 
educativo                   
Sin educación 56,7 54,4 62,4 55,9   22,6 19,5 31,6 21,8 
Primaria o 
menos 45,1 43,8 53,4 48,7   14,6 12,8 24,4 18,0 
Secundaria 36,5 35,7 47,8 44,4   9,3 8,4 19,5 15,1 
Terciaria 12,9 12,6 22,1 20,6   2,4 2,2 7,6 6,4 

Fuente: estimados propios basados en DANE-GEIH.  
Nota: las transferencias institucionales incluyen las ordinarias (Más Familias en Acción, Jóvenes en Acción y Colombia 
Mayor) y también extraordinarias (Ingreso Solidario, Devolución del IVA, transferencias de los distritos de Bogotá y 
Medellín).   
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Anexo F. Cambios y ajustes en los programas SP para hacer frente al COVID-19 y a los efectos 
del cambio climático  
 
En respuesta a los impactos del COVID-19, los programas de protección social liderados por el 
DPS fueron adaptados de la siguiente manera:  
 
▪ Las condicionalidades de los programas Familias en Acción y Jóvenes en Acción fueron 

suspendidas temporalmente. En virtud del Decreto 812 y Decreto-Ley 563 de 2020, esto 
implicó que ningún beneficiario fuera excluido de la transferencia por no cumplir con las 
condiciones del programa. A partir de la declaración del estado de emergencia de salud y el 
Decreto 458 de 2020, el GdC fue autorizado a entregar TM de manera incondicional, adicional 
y extraordinaria a los beneficiarios de estos dos programas, así como a los del programa 
Colombia Mayor.51  

 
▪ El programa de Compensación del IVA fue expandido. El programa, creado para mitigar el 

impacto del impuesto del IVA en los bienes y servicios esenciales de los hogares más pobres 
y vulnerables, fue lanzado y el beneficio aumentó de 100.000 a un millón de viviendas.  

 
▪ Ingreso Solidario fue estructurado e implementado para beneficiar a 3 millones de hogares 

pobres y vulnerables (afectados por la emergencia de salud) que no tenían acceso al 
programa de TM existente.52  

 
▪ Para cubrir a los 3 millones de hogares pobres y vulnerables que no recibían beneficios de 

otros programas, Ingreso Solidario contrastó las distintas fuentes de información (Paredes, 
2022). Los datos del Sisbén fueron comparados con los registros de los programas de TM para 
minimizar los sesgos en la información. Los 4,9 millones de hogares identificados en este 
primer ejercicio fueron cotejados con los registros de los beneficiarios de la seguridad social, 
con datos de los registros civiles y los usuarios de las instituciones financieras para refinar la 
información sobre los potenciales hogares beneficiarios. Como resultado de estas revisiones 
de los registros de información, durante la primera fase de la implementación del programa, 
hasta mediados del año 2020, casi 3 millones de nuevos hogares pobres fueron identificados. 
Tal como lo señala Paredes (2022), la población identificada fue comparada con información 
de las entidades financieras, para excluir a los hogares con saldos en sus cuentas por encima 
de cinco salarios mínimos. Con este filtro, 1 de los hogares identificados fue eliminado del 
proceso de identificar objetivos.   

 
▪ El Gobierno creó el Fome en 2020. El Fome y el MHCP jugaron un papel clave en las medidas 

de emergencia. Para la implementación del programa Ingreso Solidario, así como para 

 
51 Las TM aumentaron USD 20, al subir de un valor similar a USD 40. 
52 Ingreso Solidario fue establecido como una estrategia que hacía posible cerrar las brechas de la cobertura en los programas SPS. Por un lado, 
incluía los hogares pobres y vulnerables que no hacían parte de la población objetivo. Por el otro lado, minimizó los errores de exclusión generados 
por un proceso de fijación de objetivos desactualizado e incompleto. A través del uso de información de la BMA, el programa alcanzó la cobertura 
de 3 millones de hogares pobres.   
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Familias en Acción, Jóvenes en Acción y Colombia Mayor, el Fome asumió los costos 
operacionales (comisiones) de la entrega de transferencias. Por lo tanto, ni los beneficiarios 
ni el DPS incurrieron en costos o comisiones adicionales por el retiro de los recursos 
suministrados por el programa.  

 
Para atender los efectos del huracán Iota, el DPS implementó las siguientes adaptaciones:  
 
▪ Expansión horizontal del programa Ingreso Solidario, de acuerdo con el cruce de los registros 

de beneficiarios del DPS, el Sisbén III y el RUD. A través de este proceso, 600 hogares en San 
Andrés y Providencia afectados por el desastre se beneficiaron con la entrega de TM no 
condicionadas. Sin embargo, las TM fueron entregadas a través de agencias de transferencia 
postal, entidades financieras y agencias no bancarias, ya que las opciones digitales no estaban 
disponibles debido a la falta de conectividad.  

 
▪ Expansión del suministro de beneficios de inclusión económica. Al final del año 2021, otros 

programas, como Emprendimiento Colectivo, aumentaron la cantidad de beneficios a 10 de 
las 28 asociaciones relacionadas con la iniciativa del departamento, como mecanismo para 
activar la economía.53 De la misma forma, a través del programa Mi Negocio (Raizal) se llevó 
a cabo la asignación de recursos financieros a 205 beneficiarios seleccionados en Providencia. 
La inversión en los dos programas DPS fueron mayores a USD 1,4 millones.   

 
53 Estos recursos ascendieron a USD 12.500 por asociación.  
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Anexo G. Principales retos del Sisbén 
 
El documento Conpes 3877 de 2016 propuso el diseño del Sisbén IV, resaltando los principales 
retos para mejorar su alcance e incidencia. El cambio que el Conpes pone a consideración es la 
creación de un Sistema de información social y económica más completa e integrada, de utilidad 
para la inclusión dinámica. Por lo tanto, los desafíos se enfocan en lo siguiente:  
 

1. Cambios en la estimación del bienestar para calcular la pobreza monetaria y 
multidimensional, alineándolas con las medidas oficiales de pobreza.  

2. Nuevas maneras de recolectar datos a nivel municipal, pasando de barridos en censos 
periódicos a registros únicamente sobre la demanda y haciendo cambios en la manera 
en que los municipios comparten la información con el Gobierno nacional. El diseño y 
la implementación de un “contrato social” que establezca las reglas, roles y 
responsabilidades de los programas y los potenciales beneficiarios; en el caso de los 
últimos, para actualizar la información de la elegibilidad del programa; los programas 
brindan información sobre los criterios de entrada y salida, así como la duración de los 
beneficios.  

3. La interoperabilidad de la información con otras bases de datos administrativas para 
garantizar un establecimiento de focalización más confiable, minimizar los sesgos y las 
oportunidades de fraude. 

4. Conectar la información sobre la demanda con la oferta, para lograr una mayor 
cobertura de los programas sociales a nivel nacional y local.  

5. Alternativas para incluir grupos parcialmente o excluidos del Sisbén, particularmente 
en la población sin hogar.   
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Anexo H. STT – Cuatro bloques claves 
 

Tabla 15. Resultados de la aplicación de la Herramienta Test de Estrés (STT) 
 

Bloque  
Sub-

componente 

Número 
de 

preguntas 

Puntaje 
del 

bloque  

Puntuación 

Latente 
(1) 

Naciente 
(2) 

Emergente 
(3) 

Establecido 
(4) 

Avanzado 
(5) 

1. Programas y 
sistemas de 

implementación 

Programas  4 

3,5 

  3,0   

Sistemas de 
implementación 

7   3,5   

Sistemas de 
pagos 

3    4,0  

2. Datos e 
información 

Sistema de 
alertas 

tempranas 
4 

3,0 

 2,0    

Registros 
sociales 

10    4,0  

3. 
Financiamiento 

 4 3,0   3,0   

4. Arreglos y 
coordinación 

institucionales 

Liderazgo 
gubernamental 

3 

3,0 

 2,5    

Acuerdos 
institucionales 

2   3,5   

Preguntas totales  37   

Puntaje promedio   (3,5 + 3,0 + 3,0 + 3,0) / 4 = 
3,1 

Nivel equivalente   Emergente 

 

 De los resultados de la aplicación de la STT, la información secundaria revisada y las reuniones realizadas 
con las diferentes instituciones de protección social y GRD en Colombia, se concluye que las capacidades 
adaptativas de los: (i) programas y sistema de entrega, (ii) los datos y la información, (iii) la estructura de 
financiamiento, así como (iv) los arreglos institucionales están emergiendo (3.1). 

 
 

1. Programas y sistemas de implementación 
 
Programas 
 

# Preguntas Puntaje Respuestas probables 

1 
¿Qué tipo de programas de 
transferencias no contributivas 

1 Ninguno, o solo programas gestionados por donantes / ONG 

2 
Existen programas administrados por el Gobierno, pero en 
áreas geográficas limitadas 
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monetarias /en especie opera o 
implementa el Gobierno? 3 

Los programas administrados por el Gobierno existen a nivel 
nacional, pero se limitan a categorías específicas (por 
ejemplo, discapacidad, pensión de vejez) 

4 
Los programas administrados por el Gobierno se operan en 
todo el país, pero están fragmentados o se superponen 

5 
Existe un programa coordinado gestionado por el Gobierno a 
nivel nacional que cubre el ciclo de vida / categorías de 
vulnerabilidad primaria sin fragmentación ni superposiciones 

2 
¿Qué tipo de programas de 
protección para medios de vida o 
empleo existen? 

1 Ninguno, o solo programas gestionados por donantes / ONG 

2 
Existen programas seleccionados (algunos de ellos 
administrados por el Gobierno), pero tienen un alcance / 
cobertura limitados y / o ciertas áreas geográficas 

3 
Los programas existen a nivel nacional, pero tienen un 
alcance y / o cobertura limitados (por ejemplo, solo 
capacitación en habilidades) 

4 

Varios programas (entregando, por ejemplo, habilidades más 
dinero en efectivo, crédito y / o asesoramiento) se operan en 
todo el país con una cobertura razonable, pero están 
fragmentados o superpuestos 

5 

Un programa / conjunto de programas integrados de medios 
de vida gestionados por el Gobierno (o en completa 
coordinación con las ONG) está operando a nivel nacional 
con una cobertura adecuada 

3 

¿Contribuye el monto de los 
beneficios proporcionados 
durante las crisis a mantener el 
consumo y el bienestar de los 
hogares antes del choque? 

1 
El monto del beneficio está lejos de permitir que los hogares 
mantengan los niveles de consumo anteriores al choque 

2 
El monto del beneficio cubre una pequeña parte del impacto 
del consumo y la decisión sobre la cantidad se basa en los 
recursos disponibles, más que en un protocolo estándar 

3 
El monto del beneficio cubre una parte significativa del 
impacto del consumo, aunque la cobertura sigue siendo una 
prioridad (a veces puede cubrir mucho, a veces un poco) 

4 

El monto del beneficio proporcionado compensa 
significativamente (aunque no completamente) el impacto 
del consumo, con algunos parámetros para la cantidad de 
transferencia descritos en el protocolo y un valor mínimo 
aceptable 

5 
El monto del beneficio proporcionado compensa el impacto 
potencial en el consumo con directrices / estándares 
formales implementados 

4 
¿Cuál es la cobertura de los 
programas de protección social 
en el país? () 

1 0-15 

2 15-30 

3 30-50 

4 50-70 

5 Más de 70 

 

En cuanto a los tipos de programas de TM y asistencia en especie operados por el Gobierno, las agencias 
entrevistadas consideran que los programas operados y administrados a nivel nacional están 
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fragmentados y, en ocasiones, incluso se superponen. En cuanto al tipo de programas que protegen a los 
empleados y medios de vida, estos operan a nivel nacional con alcance limitado y cobertura limitada. 
Asimismo, los programas de protección social y sus beneficios pueden contribuir a mantener el consumo 
y el bienestar de los hogares en una proporción importante. La presencia y cobertura de programas a nivel 
nacional se encuentra entre 30 % y 50 %. Sin duda, la respuesta a la pandemia contribuyó a ampliar la 
cobertura de los programas a nivel nacional. Ejemplos de estos programas con importantes medidas de 
adaptación recientes y cambios en los programas de PS incluyeron: (i) la suspensión temporal de las 
condicionalidades de Familias en Acción y Jóvenes en Acción; (ii) la ampliación del programa 
Compensación del IVA de 100.000 a un millón de beneficiarios; y (iii) el diseño e implementación del 
programa Ingreso Solidario para beneficiar a hasta cuatro millones de hogares pobres y vulnerables. 
Además, para hacer frente a los efectos del huracán Iota, DPS implementó la expansión horizontal del 
Ingreso Solidario y aumentó la provisión de beneficios de inclusión económica.  

 
Sistemas de implementación 

 

# Preguntas Puntaje Respuestas probables 

1 

¿Existen mecanismos de 
comunicación que se puedan 
aprovechar en tiempos de crisis 
para informar a los beneficiarios 
acerca del programa? 

1 No, o la población objetivo no es accesible 

2 

Sí, pero los instrumentos se utilizan de manera ad hoc y no 
se adaptan a la población objetivo (p. ej., usar volantes o 
panfletos, en un idioma y no en otro, cuando la población 
objetivo es analfabeta) 

3 
Sí, con estrategias más efectivas en algunas áreas, pero no se 
implementa bien en otras áreas 

4 

Sí, se implementa una estrategia integral (o está disponible) 
tanto en áreas urbanas como rurales, que son atendidas por 
el programa, pero no tienen capacidad para expandirse a 
áreas que actualmente no están cubiertas 

5 

Sí, se encuentra disponible una estrategia integral que utiliza 
múltiples fuentes (por ejemplo, una combinación de teléfono 
celular, televisión/radio, periódicos y otros medios impresos 
y líderes de la comunidad local) y se puede ampliar o escalar 
según sea necesario 

2 
¿La prestación de asistencia se 
basa en una evaluación de 
necesidades? 

1 No existe una herramienta de evaluación de necesidades 

2 

Existe una herramienta diseñada para evaluar las 
necesidades de dinero en efectivo y de otro tipo de 
asistencia (como alimentos o alojamiento), pero no existen 
mecanismos para vincularla a los programas existentes 

3 

Existe una herramienta diseñada para la evaluación de 
necesidades y esta informa la entrega de asistencia a través 
de programas de protección social vía transferencias 
monetarias 

4 

Existe una herramienta diseñada para la evaluación de 
necesidades y esta informa la entrega de asistencia, a través 
de programas de protección social; asistencia distinta a las 
transferencias de efectivo (como alimentos o refugio) 
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5 

Existe una herramienta diseñada para la evaluación de 
necesidades y esta informa la entrega de asistencia, a través 
de los programas de protección social vía transferencias de 
efectivo, así como otras ayudas (como alimentos o refugio) 

3 
¿Cómo son vinculados o inscritos 
los beneficiarios al programa en 
tiempos de choque? 

1 
No se especifican mecanismos de inscripción en caso de 
expansión horizontal o los beneficiarios existentes tienen 
que registrarse nuevamente 

2 
En persona, cerca de su lugar de residencia en un momento 
específico (no hay una estructura permanente disponible 
para el registro) 

3 
Autoinscripción en persona (quiosco, ventanilla única) o en 
línea/por teléfono sin posibilidad de acceso alternativo 

4 
Autoinscripción por teléfono o internet, así como también 
presencial 

5 
Inscripción automática o por múltiples mecanismos 
utilizados para garantizar que todas las personas de la 
población objetivo puedan inscribirse 

4 

¿Qué porcentaje de los dos 
quintiles más pobres de la 
población tiene una 
identificación autorizada / 
reconocida por el gobierno 
(identificación nacional, 
certificado de nacimiento, 
identificación de votante, 
identificación fiscal, etc.)? () 

1 0-20 

2 20-40 

3 40-60 

4 60-80 

5 Más del 80 

5 

¿Pueden los beneficiarios o la 
población objetivo reportar sus 
quejas? ¿Existe un mecanismo 
de reparación de quejas para 
resolverlas? 

1 No existe, o sí, pero no funcional 

2 
Sí, pero solo a través de comités comunitarios o en persona, 
y es limitado solo para beneficiarios 

3 
Sí, existen múltiples formas de registrar quejas que también 
pueden ser utilizadas por no beneficiarios. Sin embargo, no 
se realiza un seguimiento al proceso de resolución de quejas 

4 
Sí, hay varias formas de registrar quejas con activadores de 
respuesta que rastrean el proceso de resolución de quejas 

5 

Sí, hay varias formas de registrar quejas con activadores de 
respuesta y seguimiento del proceso de resolución de 
quejas. Después de la resolución de la queja, se realiza un 
seguimiento con los beneficiarios para obtener comentarios 

6 

¿La respuesta frente a los 
choques tiene programas o 
diseños específicos para 
asegurar la inclusión de las 
mujeres? 

1 
No se realizan esfuerzos específicos para asegurar la 
inclusión de mujeres 

2 
Se hacen algunos esfuerzos para mejorar el acceso o la 
difusión, pero no son efectivos ni apropiados para el 
contexto 

3 
Se realizan algunos esfuerzos para mejorar el acceso o la 
divulgación, incluidos ajustes o medidas específicas del 
contexto para abordar las limitaciones anteriores (por 
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ejemplo, suministro de identificaciones o tarjetas SIM a las 
mujeres para que tengan un mejor acceso) 

4 

El plan de respuesta al choque incluye un componente de 
movilidad social, además de ajustes en las características del 
diseño que intenta influir en el comportamiento o cambiar 
las normas restrictivas para mejorar el acceso de las mujeres 
a los sistemas 

5 
El sistema existente tiene en cuenta las principales 
limitaciones que enfrentan las mujeres e incluye estrategias 
para mitigarlas y mejorar el acceso 

7 

La respuesta frente a los 
choques tiene programas o 
diseños específicos para 
asegurar la inclusión de otras 
categorías de población 
vulnerable (discapacitados, 
adultos mayores, refugiados, 
etc.) 

1 
No se realizan esfuerzos específicos para asegurar la 
inclusión de otras categorías vulnerables 

2 
Se hacen algunos esfuerzos para mejorar el acceso o la 
difusión, pero no son efectivos ni apropiados para el 
contexto 

3 
Se realizan algunos esfuerzos para mejorar el acceso o la 
divulgación, incluidos ajustes o medidas específicas del 
contexto para abordar las limitaciones de las fases iniciales 

4 

El plan de respuesta al choque incluye un componente de 
movilidad social además de los ajustes en las características 
del diseño que intentan influir en el comportamiento o 
cambiar las normas restrictivas o las limitaciones para la 
inclusión de otros grupos vulnerables 

5 
El sistema existente tiene en cuenta las principales 
limitaciones que enfrentan otros grupos vulnerables e 
incluye estrategias para mitigarlas y mejorar el acceso 

 

En cuanto a los mecanismos de comunicación implementados en momentos de los choques para informar 
a los beneficiarios de las ventajas de los programas de protección social, se infiere que existe una estrategia 
de comunicación integral que utiliza múltiples medios a través de mensajes por celular, radio, televisión, 
etc. Es fundamental contar con una herramienta de evaluación de necesidades diseñada para guiar los 
recursos y beneficios de los programas. El RSH que utiliza datos de los barridos censales del Sisbén III y IV, 
junto con datos administrativos de otros programas, puede cumplir este rol. En cuanto a la inscripción de 
los beneficiarios en los programas en el momento de los choques, esto podría facilitarse al tener un 
registro social integrado robusto para interoperar con los datos de GRD. Esto sigue siendo un desafío por 
abordar en Colombia. 

A través del STT se estableció que más de 80 de los dos quintiles más pobres de la población cuentan con 
identificación autorizada y que en los organismos de protección social existen múltiples mecanismos para 
registrar quejas y reclamos de la población objetivo y procesos para dar seguimiento a su resolución. Los 
programas de protección social han realizado esfuerzos para asegurar la inclusión de las mujeres, aunque 
aún no son suficientes para garantizar su acceso preferencial a los programas existentes. En cuanto al 
enfoque diferencial y otras categorías de poblaciones vulnerables (discapacitados, adultos mayores, 
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refugiados, etc.), los programas incluyen estrategias incipientes para mejorar su acceso y asignación de 
recursos a estos grupos. 

 
Sistema de pagos 
 

# Preguntas Puntaje Respuestas probables 

1 

Actualmente, ¿cómo se 
transfieren los beneficios o el 
dinero efectivo a los 
beneficiarios? 

1 
Los pagos/transferencias se realizan en efectivo o especie en 
persona por instituciones financieras u otros, y no están 
configurados para transferencias digitales 

2 

Los pagos/transferencias en efectivo o especie son realizados 
en persona por instituciones financieras u otros, pero a 
pequeña escala/pilotos diseñados para transferencias 
digitales están en curso 

3 Algunos pagos son digitales o se pagan en cuentas bancarias 

4 
La mayoría de los pagos son digitales o se pagan en cuentas 
bancarias, pero los fondos están restringidos a retiros de 
efectivo de lugares designados 

5 
Todos los pagos son digitales, con capacidad para gastar 
directamente desde la cuenta, por ejemplo, con tarjeta de 
débito en la máquina del punto de venta del comerciante 

2 
¿Qué tan rápido se puede 
escalar el sistema de pagos? 

1 

Los pagos requerirían un tiempo considerable, ya que el 
sistema no está implementado o no es apropiado para 
responder (es decir, los pagos o la asistencia llegarían de 
manera significativa después de que ocurre el choque, 
probablemente algunos meses) 

2 

Los pagos experimentarían algún retraso en relación con el 
impacto, puesto que algunos sistemas están en 
funcionamiento, pero no son los más apropiados para 
algunos de los impactos identificados: cambio climático, 
aumento de precios de los alimentos, pandemias (es decir, 
los pagos o la asistencia llegarían después de que ocurra el 
impacto, de días a semanas) 

3 

Los pagos experimentarían retrasos moderados; algunos 
podrían ser rápidos, mientras que otros se retrasarían (es 
decir, los pagos o asistencia estarían relativamente a tiempo 
para algunos beneficiarios, pero retrasados para otros, sin 
consistencia en la capacidad para responder a tiempo) 

4 

Los pagos se pueden realizar con poca demora para algunos 
choques identificados: cambio climático, aumento de precios 
de los alimentos o pandemia (es decir, la mayoría de los 
pagos son prácticamente a tiempo en relación con el tipo de 
choque, los "retrasos" son pequeños, pocos días como 
máximo) 
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5 

Los pagos se pueden realizar rápidamente para todas los 
impactos identificados: cambio climático, aumento de 
precios de los alimentos o pandemia (considere para 
diferentes perturbaciones que pueden ser necesarios 
diferentes sistemas de pago, por lo que la capacidad de 
adaptar el método de pago según sea necesario y que se 
ajuste al objetivo es esencial) 

3 

¿Cuál es la capacidad del sistema 
de pagos para manejar una 
expansión horizontal del 
programa principal?  

 
Nota: la expansión horizontal 
implica la inclusión de un mayor 
número de beneficiarios al 
programa o sistema. 

1 
La expansión de pagos/beneficios no se puede hacer a la 
escala de la demanda o necesidad y se limita a 
áreas/localidades ya seleccionadas 

2 

La expansión de los pagos/beneficios se puede hacer a una 
escala limitada de la demanda o necesidad (es decir, un poco 
más que el número de casos normal, pero principalmente 
solo si está en la misma área general o no en múltiples áreas) 

3 

Alguna capacidad para expandir moderadamente los 
pagos/beneficios en relación con las demandas o 
necesidades (es decir, más allá de la carga de casos regulares 
con un alcance considerable, pero aún insuficiente) 

4 
Capacidad significativa para expandir pagos/beneficios en 
relación con la demanda o necesidad 

5 
Fortaleza para expandir transferencias/beneficios para cubrir 
la mayor parte de la demanda o necesidad o país si es 
indispensable 

 

En cuanto al sistema de pago y, particularmente, cómo se transfieren los beneficios o el efectivo a la 
población vulnerable, la mayoría de los pagos se realizan de forma digital o en cuentas bancarias. Los pagos 
generalmente experimentan retrasos moderados. La digitalización de los pagos se configura como una 
ventaja a la hora de los retrasos; sin embargo, la capacidad del sistema de pagos para facilitar una 
expansión horizontal de los programas es relativamente buena para responder a las demandas o 
necesidades de los beneficiarios. 

En este sentido, el puntaje promedio del componente del programa fue de 3, mientras que los resultados 
promedio de los sistemas de entrega y pago fueron de 3,5 y 4, respectivamente. Estos puntajes implican 
que, en términos de programas y sistemas de entrega de transferencias no contributivas, Colombia obtuvo 
un puntaje promedio de 3,5. 
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2. Datos e información 

 
Sistema de alertas tempranas 
 
 
 

# Preguntas Puntaje Respuestas probables 

1 ¿Existen sistemas de alerta 
temprana funcionales para los 
choques a los que está 
expuesto el país? (cambio 
climático, inseguridad 
alimentaria o pandemia) 

1 No 

2 Sí, pero no completamente funcional o existen diseños de un 
piloto 

3 Sí, para algunos choques y funcional, mientras que para otros 
existe, pero muy débil/no completamente funcional  

4 Sí, para la mayoría o todos los choques y funcional  

5 Sí, para todos los choques regulares/conocidos/recurrentes y 
con funcionalidad/y con sistema de alertas tempranas 
multiriesgos  

2 ¿Los sistemas de alerta 
temprana (SAT) a nivel 
nacional son capaces de 
advertir (monitorear y alertar) 
uno o más choques 
mencionados? (cambio 
climático, inseguridad 
alimentaria o pandemia) 

1 Capacidad inadecuada de monitoreo y alerta de cualquier 
amenaza (choque natural)/u otros choques (salud, inseguridad 
alimentaria, etc.) 

2 Alguna capacidad de monitoreo, pero limitada y/o advertencia 
de amenazas/o de otros choques  

3 Alguna capacidad adecuada de monitoreo y/o alerta para las 
amenazas/o los choques más relevantes para el país, aunque 
algunos problemas con precisión aún, y capacidad limitada 
para monitorear otros choques menos relevantes y frecuentes  

4 Capacidad de monitoreo significativa de amenazas/u otros 
choques más relevantes para el país, pero no de otros 
peligros/choques  

5 Alta nivel de capacidad de monitoreo y alerta a partir de 
amenazas y/o choques  

3 ¿Ha realizado el Gobierno 
evaluaciones de riesgo y 
vulnerabilidad para medir el 
impacto de los choques 
mencionados con base en 
información de los SAT? 
(cambio climático, inseguridad 
alimentaria o pandemia) 

1 No existen evaluaciones detalladas de vulnerabilidad o riesgo 
por parte del Gobierno 

2 Existen evaluaciones de riesgo/vulnerabilidad desactualizada o 
de mala calidad 

3 Existe alguna evaluación para determinar el impacto de 
diferentes choques en diversas poblaciones, pero depende en 
gran medida del apoyo externo/o no es del todo adecuada 

4 El Gobierno tiene la capacidad de emprender evaluaciones de 
riesgo/vulnerabilidad para algunos choques con regularidad, 
basándose en datos y exposición a amenazas o choques, y 
proporciona datos discriminados sobre población necesitada 

5 El Gobierno tiene la capacidad y emprende periódicamente 
una evaluación de riesgo/vulnerabilidad creíble que es capaz 
de proporcionar información desagregada sobre estimaciones 
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de población en necesidad con anticipación o muy 
rápidamente en respuesta a múltiples choques  

4 ¿Existe un hecho o evento 
desencadenante que se haya 
acordado para iniciar la 
respuesta al choque o para 
ampliar los sistemas de 
protección social como 
respuesta a estos? (cambio 
climático, inseguridad 
alimentaria o pandemia) 

1 La respuesta al choque no depende de los datos de los 
sistemas de alerta temprana  

2 Hay una respuesta al choque ligado a los sistemas de alerta 
temprana, donde los datos de estos no son frecuentemente 
utilizados 

3 Existen algunos intentos por identificar y documentar los 
indicadores de los sistemas de alerta temprana, que se pueden 
usar para planificar la respuesta a desastres, pero el tiempo 
real y la escala de la respuesta dependen de los recursos 

4 Los indicadores de alerta temprana están bien definidos y 
documentados con umbrales de activación previamente 
acordados para iniciar una respuesta de choque. Sin embargo, 
esto solo se limita a programas piloto o de poca cobertura  

5 Los eventos activadores o desencadenantes de alerta 
temprana definidos y automáticos llevan a las agencias 
relevantes a iniciar la respuesta al choque, que incluye 
orientaciones sobre el monto de recursos y la cobertura para 
algunos de ellos 

 

En cuanto a la existencia de SAT funcionales para eventos o choques a los que está expuesto el país, el SAT 
sí ha sido activado durante varios choques, pero aún no está en pleno funcionamiento. De acuerdo con la 
Guía para la implementación de sistemas de alerta temprana, el país se ha adherido a redes 
internacionales de pronóstico y alerta de diferentes fenómenos naturales con base en acuerdos con las 
Naciones Unidas. En el caso del COVID-19, las alertas se activaron tras la aparición de la pandemia. La 
MSPS, a través del CNE, emitió los protocolos y alertas relacionados con la propagación del virus. 
 
El marco del SAT tiene una capacidad moderada para monitorear las amenazas o choques más relevantes 
en el país, aunque con problemas de precisión y capacidad limitada para monitorear otros eventos 
(multichoques). Adicionalmente, la UNGRD, a través de la Subdirección de Conocimiento del Riesgo, 
realiza evaluaciones de riesgo y vulnerabilidad de diferentes eventos con potencial de materializarse en 
desastres. 

 
Registros sociales 
 

# Preguntas Puntaje Respuestas probables 

1 

¿Qué tipo de registro o base 
de datos se utiliza para 
seleccionar a los beneficiarios 
en el contexto de una 
respuesta inmediata? Elija una 
o más opciones 

 Un programa de registro social 

 Varios registros/bases de datos de programas 

 Un registro nacional 

 Una base de datos de identificación de votantes 

 Bases de datos de socios humanitarios 

 Registro Civil 
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 Base de datos de seguridad social 

 Empresas de telecomunicaciones o listas de clientes 

 Bases de datos de pensiones y seguridad social 

 Sistema de información de gestión 

 Ninguno de los anteriores/registro ad hoc 

2 

 

 
Para responder a esta 
pregunta, es necesario que 
haya un número de 
poblaciones promedio 
afectadas por el impacto de la 
Parte Uno*  

1 Más de 70 

2 50-70 

3 30-50 

4 15-30 

5 
Más hogares en el registro/base de datos, o entre 0-15 en la 
base de datos que la población urbana afectada 

3 

¿Cuál es la diferencia en 
términos de cobertura rural en 
el registro/bases de datos 
frente a la población rural 
probablemente afectada según 
la simulación?  

  

1 Más de 70 

2 50-70 

3 30-50 

4 15-30 

5 
Más hogares en el registro/base de datos, o entre 0-15 en la 
base de datos que la población urbana afectada 

4 

¿Cuál es la proporción de 
datos o registros de más de 3 
años en la base de datos 
utilizada? También puede ser 
una aproximación 

1 Más de 70 (o información no disponible) 

2 50-70 

3 30-50 

4 15-30 

5 0-15 

5 

Según una aproximación, ¿las 
áreas propensas a desastres 
están cubiertas por el registro 
o las bases de datos 
relevantes? 

1 Ninguna 

2 Muy pocas áreas propensas a desastres están cubiertas 

3 Algunas de las áreas propensas a desastres están cubiertas 

4 La mayoría de las áreas propensas a desastres están cubiertas 

5 Todas las áreas propensas a desastres están cubiertas 

6 

¿Existe un protocolo para 
actualizar el registro o la base 
de datos relevante? 
Actualización completa, no 
actualizaciones diarias 

1 No 

2 Sí, existe un protocolo, pero nunca se ha seguido 

3 

Sí, existe un protocolo y se ha seguido con algunas deficiencias 
(ya sean retrasos, alguna desviación del protocolo o falta de la 
actualización completa) o no existe un protocolo, pero se han 
realizado algunas actualizaciones independientemente 

4 

Sí, existe un protocolo, se ha seguido y se ha ayudado a 
actualizar completamente la base de datos, pero las 
actualizaciones son irregulares y con una diferencia de al menos 
5 años 

5 La actualización es regular y/o automática 
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7 

¿Los datos en el registro o en 
las bases de datos utilizadas 
permiten focalizar, identificar, 
ubicar y contactar al 
beneficiario y transferir 
beneficios durante la 
respuesta al choque? 
Es decir, se tiene la 
dirección/teléfono/ 
información de la cuenta del 
beneficiario 

1 
Los datos recopilados en el registro/base de datos no son 
suficientes para focalizar una respuesta al choque 

2 
Los datos recopilados en el registro/base de datos son 
suficientes para focalizar durante un choque 

3 
Los datos recopilados en el registro/base de datos son en su 
mayoría suficientes para focalizar la respuesta a uno o algunos 
choques 

4 
Los datos recopilados en el registro/base de datos son en su 
mayoría suficientes para focalizar la respuesta a todos los 
choques 

5 
Los datos recopilados en el registro/base de datos son 
plenamente suficientes para focalizar respuestas a todos los 
choques 

8 

¿Las agencias socias 
humanitarias utilizan el 
registro del Gobierno u otras 
bases de datos 
gubernamentales relevantes 
para sus operaciones de 
respuesta? 

1 
No. Las agencias socias humanitarias usan sus propias listas de 
beneficiarios, con poca coordinación de estas 

2 
Algunos la usan, pero no de manera consistente, confiando en 
sus propias listas con cierta coordinación, pero continúa siendo 
insuficiente 

3 
Todas las agencias socias tienen acceso, pero no lo usan de 
manera constante, confiando parcialmente en sus propias listas 
con cierta coordinación, pero las superposiciones permanecen 

4 

Tienen acceso, pero usan sus propias listas. Sin embargo, 
existen mecanismos para evitar la superposición en los 
beneficiarios seleccionados. Es decir, los diferentes programas 
no cubren a los mismos beneficiarios 

5 
Todos tienen acceso y lo utilizan de manera constante/o los 
socios humanitarios no participan en la respuesta 

9 

¿Hay otras bases de datos 
adecuadas (actualizadas, datos 
relevantes, coberturas 
geográficas, de carácter 
humanitario) disponibles que 
puedan ampliar 
significativamente el alcance? 

1 No hay otras bases de datos disponibles 

2 Existen bases de datos disponibles, pero no interoperables 

3 
Existen bases de datos disponibles, podrían hacerse 
interoperables, pero no hay acuerdos previos para compartir 
datos e información 

4 
Existen bases de datos disponibles y se tienen acuerdos previos 
para compartir información 

5 

Existen bases de datos disponibles que son interoperables y 
permiten una expansión sin problemas, o el Gobierno no 
necesita depender de otras bases de datos, ya que posee su 
propia base de datos/los registros tiene una cobertura total 

10 

¿Existe alguna normativa de 
privacidad de datos, con un 
curso de acción específica, en 
caso de violación de la 
privacidad? 

1 No existen regulaciones de privacidad ni de seguridad de datos 

2 
Existen regulaciones de privacidad de datos, pero no se 
implementan 

3 

Existen regulaciones de privacidad de datos con estrictos 
protocolos de intercambio de información con el sector privado. 
Sin embargo, otras agencias gubernamentales pueden acceder y 
utilizar estos datos 
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4 
Existen regulaciones de privacidad de datos con estrictos 
protocolos de intercambio de información donde se aclara al 
beneficiario todas las entidades que podrían acceder a sus datos 

5 

Existen regulaciones de privacidad de datos donde la 
información de los beneficiarios no se comparte con nadie. 
Otras entidades solo pueden acceder a datos agregados o 
anonimizados 

  

 

En cuanto al tipo de registro o base de datos para seleccionar a los beneficiarios en el contexto de 
respuesta urgente, las instituciones que lideran la protección social en Colombia se apoyan en el Sisbén y, 
más recientemente, en el RSH para la focalización de beneficiarios. El RSH interopera con los registros de 
beneficiarios de los programas, la información del registro nacional, las bases de datos de seguridad social 
(salud y pensiones) y otras bases de datos relevantes. Sobre las diferencias que existen entre la población 
urbana y rural de registro social frente a la población urbana y rural que potencialmente podría verse 
afectada por choques hidroclimáticos, la relación es de 30 % a 50 % y de 15 % a 30 %, respectivamente. 
 
La actualización del registro social es fundamental para identificar nuevos beneficiarios potenciales, 
principalmente en tiempos de crisis. Con base en la información proporcionada por el DNP, la proporción 
de registros mayores de tres años es muy baja: entre 0 % y 15 %. Esto se debe a la introducción del Sisbén 
IV (la cuarta iteración del registro social), principalmente, así como al intercambio de datos llevado a cabo 
bajo las iniciativas BMA y RSH. Ante la pregunta de si el registro social u otras bases de datos relevantes 
cubren áreas propensas a desastres, las respuestas del DPS y el DNP sugirieron que cubren la mayoría. Sin 
embargo, los resultados de las simulaciones revelan que, si bien una buena parte de las áreas propensas 
han sido beneficiadas por las respuestas de emergencia (gracias a la existencia de registros sociales y de 
beneficiarios), hay una serie de departamentos que son vulnerables a choques hidroclimáticos que pueden 
no estar adecuadamente cubiertos. 
 
Por otro lado, un protocolo que permita la actualización permanente de los registros sociales es 
fundamental para una respuesta rápida al choque. El Gobierno tiene un protocolo incipiente que permite 
actualizaciones rápidas de las bases de datos cuando ocurre un choque. Sin embargo, su objetivo es 
avanzar en un mecanismo para lograr actualizaciones sistemáticas y periódicas del registro social a través 
de la interoperabilidad de las bases de datos. 
 
También fue posible establecer a través de la aplicación de STT que los datos recopilados en el registro 
social son suficientes para responder a todos los choques y activar respuestas rápidas de los programas de 
protección social. En cuanto al uso de bases de datos o registros sociales por parte de las agencias 
humanitarias socias, se constató que existe poca coordinación e interoperabilidad. Las agencias 
humanitarias a menudo utilizan sus registros de beneficiarios y asignan beneficios en función de sus 
propios criterios. De igual forma, es importante aclarar que existen reglas para proteger los datos privados 
que en muchos casos restringen los intercambios de datos. En algunos casos, la focalización de 
beneficiarios se realiza en conjunto con otras entidades públicas (por ejemplo, gobiernos subnacionales) 
o socios de desarrollo que acuerdan protocolos para el intercambio de información. 
 
La disponibilidad de bases de datos adicionales, además del Sisbén, ha sido clave para complementar los 
datos de los beneficiarios, incluyendo información geográfica de la población vulnerable, y mejorar la 
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respuesta en tiempos de choques. Si bien existe interoperabilidad del registro social con otras bases de 
datos sociales, no existen acuerdos previos con la agencia de GRD para compartir datos e información. Por 
ejemplo, el RUD del SNGRD es relevante para el cruce de información con el Sisbén; sin embargo, solo en 
casos excepcionales se han cruzado los datos. Además, la existencia de normas de privacidad de datos 
también se aplica a las instituciones públicas y el acceso a los datos de los beneficiarios requiere su 
consentimiento. 
 
En este contexto, luego de la aplicación de la prueba, el resultado promedio del componente SAT fue de 
2,0, mientras que para los registros sociales el puntaje fue de 4. En resumen, el bloque y su análisis obtuvo 
un valor numérico promedio de 3. Es decir, es emergente en el marco de la protección social adaptativa. 

 
 

3. Financiamiento 
 

# Preguntas Puntaje Respuestas probables 

1 

¿Dispone el Gobierno de una 
estrategia, política o 
legislación nacional que 
establezca compromisos para 
la financiación del riesgo de 
desastres? 

1 
No existen documentos de política o estrategia de 
financiamiento del riesgo de desastres 

2 

Los documentos de la política de financiación del riesgo de 
desastres están en desarrollo o, si existen, están 
desactualizados y no están vinculados a ninguna intervención 
de la protección social adaptativa 

3 
Existen algunas políticas o estrategias de financiamiento del 
riesgo de desastres, pero no están respaldadas por legislación 
o instrumentos financieros 

4 
Existe una política de financiamiento del riesgo de desastres 
para al menos un choque, con algunos compromisos 
legislativos/financieros vigentes 

5 

Existe una estrategia clara de financiamiento del riesgo de 
desastres para una amplia gama de choques con instrumentos 
legales/financieros de apoyo, implementados y que hacen 
mención de las intervenciones del sistema de protección 
adaptativo 

2 

¿Tiene el Gobierno la 
capacidad de analizar y 
modelar costos potenciales de 
los choques identificados a lo 
largo del tiempo? (cambio 
climático, inseguridad 
alimentaria o pandemia) 

1 No existen las capacidades 

2 
No existen, pero el Gobierno está desarrollando activamente la 
capacidad en esta área 

3 
Sí. Se ha realizado un análisis basado en datos históricos para 
uno/algunos choques, incluidos los planes de escalamiento de 
la protección social adaptativa (PSA) 

4 
Sí. Se ha realizado un análisis basado en datos históricos según 
los planes del escalamiento de la protección social adaptativa 
para algunos choques y es propiedad del Gobierno 

5 
Sí. Se ha realizado un análisis basado en datos históricos según 
los planes de escalamiento de la protección social adaptativa 
para todos los choques y es propiedad del Gobierno 

3 
¿Existe financiamiento para 
asegurar una respuesta 

1 
No se han asignado instrumentos de financiación específicos, 
la respuesta depende totalmente de la reasignación 
presupuestaria y la ayuda externa 
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oportuna frente a los 
desastres? 

2 

Parte de la financiación para desastres está asignada, pero 
depende totalmente de la reorientación del presupuesto y la 
ayuda externa y no específicamente para la respuesta de la 
protección social adaptativa. Existe alguna coordinación con 
los socios y los ministerios para acceder a la financiación 

3 

Algunos instrumentos de financiamiento se destinaron a la 
respuesta de la protección social adaptativa para algunos 
choques, pero su monto se limita a eventos más 
pequeños/escalamientos más regulares. Cuando se requirió 
financiación adicional, pudo haber experimentado retrasos 

4 

Algunos instrumentos de financiación de contingencia y o 
basados en el mercado están en vigor para cubrir alguna 
proporción de los posibles costos de la protección social 
adaptativa. Choques más grandes y poco frecuentes no son 
cubiertos por completo 

5 
Los instrumentos están orientados a cubrir rápidamente el 
costo de escalamiento de la protección social adaptativa de 
todos los choques. Existen demoras mínimas en la respuesta 

4 

¿Existen sistemas/mecanismos 
que se puedan utilizar para las 
intervenciones de la 
protección social adaptativa 
(PSA)? 

1 
No existe un sistema/mecanismo claro para ampliar la 
asistencia de la protección social adaptativa 

2 

Existen sistemas/mecanismos para la distribución final de la 
asistencia de acuerdo con el sistema de protección; no existen 
cronogramas ni protocolos. Existen sistemas para desembolsar 
y conciliar gastos 

3 

Existen sistemas/mecanismos para la liberación de recursos, 
pero no se han establecido plazos claros y persisten desafíos 
en la implementación. Los sistemas para desembolsar y 
conciliar gastos son adecuados 

4 

Existen sistemas/mecanismos y escalas de tiempo para la 
liberación de recursos, pero persisten los desafíos en la 
implementación. Buenos sistemas para desembolsar y conciliar 
el gasto hasta el nivel de los beneficiarios 

5 

Existen procesos y escalas de tiempo para la liberación de 
todos los recursos para la protección social adaptativa y 
buenos sistemas para desembolsar y conciliar el gasto hasta el 
nivel del beneficiario 

 

En el marco de la formulación de una política de financiamiento para la GRD en Colombia, en la última 
década, el Banco Mundial apoyó al GdC en el diseño de una estrategia de política para la gestión financiera 
pública frente a la GRD. Como resultado, el Banco Mundial y el MHCP identificaron tres objetivos de 
política relevantes para mejorar la gestión de las obligaciones contingentes del Gobierno y apoyar la 
estabilidad macroeconómica y la armonía y el equilibrio fiscal: (i) la identificación y comprensión del riesgo 
fiscal derivado de la ocurrencia de desastres ; (ii) la gestión financiera del riesgo de desastres, que implica 
la construcción e implementación de innovaciones financieras, y (iii) el aseguramiento del riesgo de 
desastres para los bienes y patrimonios públicos. 
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Recientemente, y como resultado del trabajo que viene adelantando el MHCP (en el marco del Programa 
de Financiamiento y Aseguramiento de Riesgos de Desastres financiado por la Embajada de Suiza en 
Colombia (SECO) y apoyado técnicamente por el Banco Mundial), se definieron un conjunto de estrategias, 
como la Protección Financiera para la GRD en los diferentes departamentos del país y AM. Estas estrategias 
abordan y desarrollan los tres objetivos de política mencionados anteriormente. Por lo tanto, Colombia 
tiene una política de financiamiento del riesgo de desastres, con algunos compromisos legislativos y 
financieros vigentes, pero no mencionan explícitamente un ASPS. 
 
Con respecto a la capacidad del Gobierno para analizar y modelar los costos potenciales de los impactos 
del cambio climático identificados a lo largo del tiempo, se infiere del análisis que los análisis y modelos 
no se han llevado a cabo con regularidad, pero el Gobierno está desarrollando activamente capacidades 
en esta área. Asimismo, y en cuanto a la existencia de financiamiento para asegurar una respuesta 
oportuna a los desastres, las estrategias de protección financiera que se han desarrollado a nivel territorial 
brindan insumos valiosos para cubrir los riesgos de desastres a través de nuevos instrumentos financieros 
y de protección del patrimonio público. Sin embargo, el presupuesto para GRD sigue siendo inflexible y, 
aunque no en su totalidad, también se apoya en ayudas externas. 
 
Finalmente, y dada la existencia de mecanismos financieros que se implementan para las intervenciones 
de la ASPS, de los resultados del STT se concluye que pueden existir a nivel informal, pero no existen 
protocolos ni cronogramas. Adicionalmente, el concepto de ASPS aún no se incluye en la normativa 
vigente. 
 
Por tanto, la puntuación media de este bloque en función de los resultados obtenidos y del análisis 
realizado fue de 3, emergente. 

 
4. Arreglos y coordinación institucionales 

 
Liderazgo gubernamental 

  

# Preguntas Puntaje Respuestas probables 

1 

¿Existe alguna política o 
estrategia gubernamental que 
reconozca el papel de la 
protección social (adaptativa) 
en la gestión del riesgo de 
desastres? 

1 
No existe la protección social adaptativa o una 
estrategia/política de gestión de riesgo de desastres 

2 

Existen estrategias/políticas, pero están desactualizadas. O el 
sistema de protección social y la gestión de riesgo de desastres 
no se articulan entre sí; y no se hace mención de la protección 
social adaptativa 

3 
Existen estrategias/políticas actualizadas con cierto 
reconocimiento del papel de la protección social adaptativa en 
la gestión de riesgo de desastres (o viceversa) 

4 

Existen estrategias relevantes de protección social adaptativa y 
de gestión de riesgo de desastres con una fuerte 
complementariedad y vínculos con la legislación y con 
compromisos fiscales 
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5 

Existe un compromiso claro y fuerte con la protección social 
adaptativa en las estrategias de protección social y la gestión 
de riesgo de desastres respaldada por una legislación 
adecuada y los compromisos fiscales 

2 

¿Existe un plan de 
contingencia o plan de 
respuesta (ya sea elaborado 
por el Gobierno o no, 
reconocido en tiempos de 
crisis), con vínculos en la 
evaluación de riesgos que 
determina las acciones a tomar 
en caso de uno de los choques 
identificados (cambio 
climático, inseguridad 
alimentaria o pandemia)? 

1 No 

2 
Existe un plan, pero nunca se activó durante un choque/no se 
activó de manera consistente. O hay un plan, pero está 
desactualizado y no incorpora evaluaciones de riesgo 

3 
Existe un plan actualizado que está/sería activado, pero no 
tiene una hoja de ruta de implementación completa para una 
respuesta efectiva y no se revisa, ni se prueba periódicamente 

4 

Existe un plan actualizado, integral y relevante para algunos 
choques, que incluye la evaluación de riesgos y la construcción 
de escenarios que han sido probados, es procesable y está listo 
para la implementación 

5 

Existe un plan para cada/todos los choques (incluido un plan 
de acción para los choques imprevistos) y pautas claras sobre 
cuándo se activará/se activará, actualizará y probará/se 
implementará regularmente y se perfeccionará 

3 
¿Con qué eficacia dirige el 
Gobierno el plan de respuesta 
y la implementación? 

1 

No hay actividades de protección social adaptativa dirigidas 
por el Gobierno; todo está dirigido por socios humanitarios sin 
coordinación con el sistema de protección social o la gestión 
del riesgo de desastres 

2 

El Gobierno (sistema de protección social y/o la gestión del 
riesgo de desastres) y las agencias no gubernamentales 
ejecutan iniciativas de protección social adaptativa paralelas 
sin coordinación 

3 

Las agencias gubernamentales (sistema de protección social 
y/o la gestión del riesgo de desastres) y no gubernamentales 
ejecutan iniciativas de protección social adaptativa paralelas 
con coordinación ad hoc posterior al desastre 

4 

El sistema de protección social y la gestión del riesgo de 
desastres del Gobierno tienen vínculos y coordinación 
institucionalizados en funcionamiento (comparten datos e 
información y coordinan la respuesta en función de los roles 
respectivos), pero no hay coordinación con agencias no 
gubernamentales 

5 

El sistema de protección social del Gobierno y la gestión del 
riesgo de desastres tienen vínculos y coordinación 
institucionalizados en funcionamiento (comparten datos e 
información y coordinan la respuesta en función de los roles 
respectivos) y un mecanismo de coordinación con agencias no 
gubernamentales que es funcional 

 
 
Arreglos institucionales 
 

# Preguntas Puntaje Respuestas probables 



 

 95 

1 

¿Existe una agencia pública 
que tenga la tarea formal de 
liderar la protección social 
(adaptativa)? ¿y esfuerzos de 
respuesta a los choques de 
cambio climático, inseguridad 
alimentaria o pandemia? 

1 Ninguna agencia está encargada 

2 
No se ha designado una responsabilidad formal, pero muchas 
agencias responden utilizando sus propios sistemas y procesos 

3 
Varias agencias encargadas de responder algunos choques 
(competencias o mandatos superpuestos) con un nivel 
limitado de coordinación 

4 
Responsabilidad y roles claros para algunos choques asignados 
a la(s) agencia(s), aunque no para todos los choques 

5 
Una agencia con la labor de responder a los impactos (o varias 
agencias con roles y responsabilidades designados) y cubre 
todos los impactos 

2 

¿Existe un mecanismo de 
coordinación o vínculo 
institucionalizado entre la 
gestión del riesgo de desastres 
(o sistema institucionalizado 
responsable de la respuesta a 
los impactos) y las agencias de 
protección social (para los 
choques de cambio climático, 
inseguridad alimentaria o 
pandemia)? 

1 

Sin vínculos: los actores (o agencia) del sistema de protección 
social no tienen un rol activo y/o no tienen un mecanismo de 
coordinación con los actores de la gestión del riesgo de 
desastres 

2 

Existen vínculos ad hoc (no institucionalizados) o coordinación 
institucionalizada, pero, en realidad, las contrapartes de los 
sistema de protección social aún se disputan por coordinarse 
con las contrapartes de la gestión del riesgo de desastres 

3 

En su mayoría, existen vínculos institucionalizados y 
coordinación entre el sistema de protección social y la gestión 
del riesgo de desastres solo para algunos choques (las 
contrapartes del sistema de protección social y la gestión del 
riesgo de desastres comparten datos e información y se 
coordinan en función de la respuesta y de los roles respectivos 
solo para algunos choques) 

4 

En su mayoría, existen vínculos institucionalizados y 
coordinación entre los actores del sistema de protección social 
y la gestión del riesgo de desastres para buena parte de los 
choques 

5 
Existen vínculos fuertes y mecanismos de coordinación 
institucionalizados entre el sistema de protección social y la 
gestión del riesgo de desastres para todos los choques 

 

Este bloque de la prueba comprende dos componentes: (i) liderazgo gubernamental y (ii) arreglos 
institucionales. 
 
Para el primer componente, en particular, en cuanto a la existencia de alguna política o estrategia de 
gobierno que reconozca el rol de ASPS en la GRD, se concluye de los resultados que no está estructurado. 
El sistema de protección social y los organismos que lideran la GRD no han logrado articular sus políticas 
e intervenciones. Tanto el DPS como la UNGRD no cuentan con una estrategia formal de coordinación. La 
Mesa de Equidad, la instancia donde se toman la mayoría de las decisiones sobre pobreza y desigualdad, 
solo incluye al DPS y al DNP. De igual forma, en el marco de los miembros y participantes del SNGRD, no 
se hace referencia a ningún rol del DPS. 
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Asimismo, el SNGRD (Ley 1523 de 2012) dispuso la construcción del Plan Nacional de GRD - PNGRD 2015-
2025 (con enfoque de cambio climático), y a su vez los departamentos, distritos y municipios del país 
desarrollaron planes de gestión de riesgos para atender los territorios en el contexto del conocimiento, la 
reducción del riesgo y la gestión de desastres. La estructura del plan nacional enfocada en el cumplimiento 
de estos tres objetivos introdujo un componente programático y de inversión y otro relacionado con las 
fuentes de financiamiento del instrumento de planificación. Por lo tanto, técnicamente existe un plan a 
mediano plazo para todos los choques y un curso de acción. 
 
Con referencia a la efectividad del Gobierno para implementar el plan de respuesta y desarrollo ante 
choques de cambio climático, combinando intervenciones de protección social y gestión de riesgos, se 
concluye del análisis que el GdC implementa iniciativas paralelas de protección social y GRD, solo con una 
coordinación post-desastre ad hoc. Finalmente, en términos de arreglos institucionales, la institución que 
tiene la tarea de liderar ASP tiene un nivel limitado de coordinación con el responsable de la respuesta de 
GRD. 
 
En este contexto, y a partir de la aplicación de la prueba, el puntaje promedio del componente liderazgo 
institucional fue de 2,5, mientras que el resultado promedio de arreglos institucionales fue de 3,5. En 
resumen, del análisis del valor numérico promedio (3) del bloque se desprende que existen arreglos 
institucionales y alianzas vigentes emergentes en términos de capacidades adaptativas del sistema de 
protección social. 
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Anexo I. Pasos para conducir a Colombia a una mejor adaptabilidad en su SPS 
 

Tabla 9. Acciones que permitirían a Colombia transitar hacia una mejor adaptabilidad de su sistema de protección social (de 
emergente a establecido o avanzado) 

Acción requerida Responsable Plazo Impacto 

Ajustar el diseño e implementación de las TM y los programas de inclusión productiva para la resiliencia y adaptabilidad a 
choques sociales, económicos y ambientales 
Ajustar el diseño de programas 
regulares y de emergencia en el marco 
del nuevo sistema de protección social 
universal y adaptativo 

DPS 
Corto 
(2024) 

Elevado Fortalecer la utilización de pagos 
electrónicos y billeteras digitales para la 
inclusión financiera de población 
vulnerable (especialmente, de mujeres 
cabeza de hogar) 

DPS, DNP y 
MHCP 

Mediano 
(2025) 

Orientar estratégicamente 
intervenciones y recursos de TM y de 
inclusión productiva a regiones con 
mayor porcentaje de hogares pobres y 
elevado riesgo de desastres 

DPS 
Corto 
(2024) 

Elevado 

Implementar programas de inclusión 
productiva con innovaciones 
tecnológicas y prácticas ancestrales 
para la adaptación a choques climáticos 
y de seguridad alimentaria 

DPS 
Corto 
(2024) 

Estimular iniciativas de agricultura 
climáticamente inteligente para la 
inclusión (social y productiva) y la 
adaptación y mitigación del cambio 
climático 

DPS 
Mediano 

(2025) 

Consolidar los registros sociales e integrarlos con la información del sector de GRD 
Integrar el RSH con el RUD, los SAT y las 
evaluaciones de riesgo para tomar 
decisiones y mejorar la focalización de 

DPS, DNP y 
UNGRD 

Corto 
(2024) 

Elevado 
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los hogares y la cobertura de áreas 
afectadas por desastres climáticos 

Mejorar el acceso de recursos e implementar instrumentos financieros para minimizar los riesgos de choques económicos y 
ambientales 
Promover la consecución y concurrencia 
de recursos presupuestales, cooperación 
internacional y agencias multilaterales a 
programas de PS 

DPS, DNP y 
MHCP 

Mediano 
(2025) 

Elevado Diseñar y aplicar instrumentos 
financieros para cubrir los riesgos 
climáticos y de variación de precios a los 
beneficiarios de la inclusión productiva 
(microseguros agrícolas) 

DPS y MHCP 
Mediano 

(2025) 

Fortalecer los arreglos y la coordinación institucionales en función de la PSA 
Mejorar la coordinación 
interinstitucional para la PSA y 
conformar un grupo de trabajo, entre 
entidades, para realizar intervenciones 
estratégicas 

DPS, DNP, 
UNGRD y 

MHCP 

Mediano 
(2025) 

Elevado 
Elaborar protocolos de respuesta 
institucional rápida y oportuna, a partir 
de la mirada integral que proporciona la 
PSA 

Corto 
(2023) 

Fuente: elaboración propia. 

 


